ROL N°650-2016

RIQUELME MÉNDEZ, MARCOS con CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS

Talca, a veintiuno de julio de dos mil diecisiete.


VISTOS:

A fojas 1 se presenta don MARCOS DANIEL RIQUELME MÉNDEZ, dependiente, domiciliado en calle 4 Norte N°692, de la ciudad de Talca, quien viene en presentar demanda en juicio ordinario civil en contra del FISCO DE CHILE, representado por el Abogado Procurador Fiscal don José Isidoro Villalobos García-Huidobro, domiciliado en 2 Norte N°530, Talca, a fin de obtener reparación e indemnización de perjuicios por los daños que le provocó el secuestro calificado de su padre – Jaime Bernardo Torres Salazar – quien actualmente detenta la calidad de detenido desaparecido, ilícito cuya ejecución fue causada por agentes del Estado. I. De los hechos ilícitos y dañosos: Consta en juicio criminal incoado ante el Ministro de Fuero Alejandro Solís Muñoz, causa Rol N°2.182-98, cuya sentencia es de fecha 03 de abril del año 2008, que se condenó a las siguientes personas, por los delitos que se detallan: a) Juan  Hernández Morales Salgado, como autor de 5 delitos de secuestro cometidos en las personas de Arturo Enrique Riveros Blanco, Jaime Bernardo Torres Salazar, Jorge Bernabé Yáñez Olave, José Saavedra Betancourt y José Gabriel Campos Morales, a sufrir la pena de 15 años de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias de inhabilitación perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesionales titulares mientras dure la condena, y al pago de las costas de la causa; b) Claudio Abdon Lecaros Carrasco,  como autor de 5 delitos de secuestro cometidos en las personas de María Isabel Beltrán Sánchez, Anselmo Antonio Cancino Aravena, José Gabriel Campos Morales, Héctor Hernán Contreras Cabrera y Alejandro Robinson Mella Flores, a sufrir la pena de 15 años de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias de inhabilitación perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesionales titulares mientras dure la condena, y al pago de las costas de la causa; c) Antonio Aguilar Barrientos, como autor de 4 delitos de secuestro cometidos en las personas de María Isabel Beltrán Sánchez, Anselmo Antonio Cancino Aravena, Alejandro Robinson Mella Flores y de Héctor Hernán Contreras Cabrera a sufrir la pena de 15 años de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias de inhabilitación perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesionales titulares mientras dure la condena y al pago de las costas de la causa; d) Félix Renato Cabezas Salazar, como autor de 3 delitos de secuestro cometidos en las personas de Anselmo Antonio Cancino Aravena, José Gabriel Campos Morales y Alejandro Robinson Mella Flores a sufrir la pena de 15 años de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias de inhabilitación perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesionales titulares mientras dure la condena, y al pago de las costas de la causa. Elevados los antecedentes para ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago, en causa Rol 2084-2008, se confirmó la sentencia condenatoria con fecha 14 de noviembre del año 2009 en contra de los Sres., Juan Hernán Morales Salgado, Félix Renato Cabezas Salazar, Claudio Abdón Lecaros Carrasco y Antonio Aguilar Barrientos quedan condenados, cada uno, a la pena única de 5 años y un día de presidio mayor en su grado mínimo, accesorias de inhabilitación perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesionales titulares mientras dure la condena, por su participación como autores de los delitos de secuestro calificado de que resultaron responsables según el fallo de primer grado. Luego, con fecha 27 de abril de 2011, la Excma. Corte Suprema de Justicia en causa Rol 2263-2010, anuló de oficio el veredicto señalado en el párrafo anterior, dictando sentencia de reemplazo, dictaminando que "la pena impuesta a Juan Hernán Morales Salgado, Félix Renato Cabezas Solazar, Claudio Abdón Lecaros Carrasco y Antonio Aguilar Barrientos, se le disminuye a cada uno de ellos a la única temporal de 5 años de presidio menor en su grado máximo, accesorias legales de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos e inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos durante el tiempo de cada condena, así como al pago de las costas de la causa, por su responsabilidad de coautores, en el caso de Morales Salgado, en los delitos reiterados de secuestros calificados en las personas de Arturo Enrique Riveros Blanco, Jaime Bernardo Torres Salazar, Jorge Bernabé Yáñez Olave, José Saavedra Betancourt y José Gabriel Campos Morales, perpetrados entre los meses de Septiembre y Octubre de 1973 en la comuna de Linares; a Lecaros Carrasco en los delitos reiterados de secuestro calificado en las personas de María Isabel Beltrán Sánchez, Anselmo Antonio Cancino Aravena, José Gabriel Campos Morales, Héctor Hernán Contreras Cabrera y Robinson Mella, cometidos entre los meses de Septiembre, Octubre y Diciembre de 1973, así como en Enero y Febrero del año siguiente en la ciudad de Linares; al acusado Aguilar Barrientos, en los delitos reiterados de secuestro calificado en las personas de María Isabel Beltrán Sánchez, Anselmo Antonio Cancino Aravena, Hernán Contreras Cabrera y Alejandro Robinson Mella Flores, verificados en el mismo tiempo indicado recién; y al incriminado Cabezas Salazar, en los delios reiterados de secuestro calificado en las personas de Anselmo Antonio Cancino Aravena, José Gabriel Campos Morales y Alejandro Robinson Mella Flores, llevados a cabo en el mismo lapso". En cuanto al actor: El demandante, ejerce la presente acción en su calidad de hijo de Jaime Bernardo Torres Salazar, cuyo secuestro calificado y actual desaparición, cometido entre los meses de septiembre, octubre y diciembre de 1973, así como en enero y febrero del año siguiente (1974), en la ciudad de Linares y por parte de agentes del Estado, le han provocado un gran dolor y pesar a lo largo de la vida. Recién, después de 37 años de ocurridos los hechos, se pudo restablecer la verdad acerca del secuestro que sufriera su padre, hecho que marcó y marcará dolorosamente su vida. Una vez ejecutoriada la sentencia condenatoria por el delito de secuestro calificado – fundada en los principios y normas internacionales de derechos humanos – se encuentra en condiciones jurídicas de demandar la reparación e indemnización de perjuicios causados por el delito señalado. Así fue reconocido por la Excma. Corte Suprema de Justicia al señalar, en cuanto a la acción civil, "Se confirma la sentencia apelada de 07 de Abril del año 2008, escrita de fojas 7.332 a 7.646, que acogió la excepción de incompetencia absoluta del tribunal opuesta por el Fisco de Chile contra las demandas civiles de indemnización de perjuicios deducidas en autos a fojas 6.648 y 6.661, por lo que se omite todo pronunciamiento respecto de esas acciones, debiendo las partes dirigir esas pretensiones a los tribunales de jurisdicción civil a quienes corresponde resolverlos". Las sentencias condenatorias señaladas precedentemente son significativas, pues las mismas aplican doctrina que nace de los principios y las normas internacionales que rigen los derechos humanos; de no haberse aplicado, se hubiera excluido de plano todo intento de demanda civil. Dicho criterio fue ratificado por la Excma. Corte Suprema de Justicia. Así las cosas, después de ejecutoriada la sentencia, señala haber decidido demandar civilmente al Estado de Chile, por el daño causado por el ilícito de que fue víctima su padre, y los daños que ello le ha provocado. Lamenta hacer contra un Estado hoy democrático [sic], que ha reconocido la responsabilidad en la violación de los derechos humanos, cometidas por agentes de seguridad y policiales en tiempos de dictadura, y ha adoptado algunas medidas paliativas. Indica que, es su protesta civilizada por el daño que se les causó a su padre y a él mismo. II. En cuanto a los daños causados. 1. Antecedentes contenidos en las sentencias condenatorias respecto de la víctima de delitos de lesa humanidad, don Jaime Bernardo Torres Salazar: En proceso Rol 2.182-98 seguido ante el Ministro de Fuero Sr. Alejandro Solís, se acreditaron legal y fehacientemente los siguientes hechos respecto de su desaparición; "Jaime Bernardo Torres Salazar, de 21 años, obrero, dirigente del Movimiento de Izquierda Revolucionaria de Constitución, el 16 de Septiembre de 1973 fue detenido en Cauquenes, ilegalmente, sin proceso judicial pendiente alguno por parte de funcionarios de Carabineros e Investigaciones y recluido en el cuartel de Investigaciones, al día siguiente fue trasladado a la Gobernación de Constitución por orden del Gobernador Militar, Juan Hernán Morales, y posteriormente a la Comisaría de Carabineros, perdiéndose todo rastro suyo hasta la fecha, sin que el privado de libertad haya tomado contacto con sus familiares, realizado gestiones administrativas ante organismos del Estado, sin registrar entradas o salidas del país, sin que conste, tampoco, su defunción". La situación antes descrita marcó dolorosamente a la familia, especialmente al demandante, quien se encontraba en el vientre de su madre al momento de ser tomado detenido su padre; de hecho, su madre, detenida en el momento de concebirlo en la Escuela Militar de Linares, debió entregarlo al cuidado de sus padres (los abuelos del demandante). Transcurrido un tiempo de que fue liberada su madre – doña Marcela Méndez – ésta se casó con otra persona, con quien se fueron a vivir a Canadá, lugar donde vivieron por más de 10 años. Durante todo ese tiempo se le ocultó la verdad respecto de quien era su verdadero padre; nunca se le dijo que era hijo de un detenido desaparecido, lo que en definitiva le creó un conflicto de personalidad, puesto que no se explicaba por qué figuraba con el apellido de su padre real. Una vez en Chile, su madre y su actual cónyuge iniciaron un proceso de adopción que permitió cambiar su apellido a Riquelme Méndez. Sin perjuicio de aquello, al regresar a Chile, ya con más de 20 años de edad, conoció de terceros que su padre biológico era Jaime Torres Salazar. Todo el periodo de adolescencia fue conflictivo, sufrió una constante depresión – la cual se generó desde la infancia – que sólo fue tratada el año 2011. El año 2010, y producto del accidente cerebro vascular que sufrió su madre, supo la verdad sobre su padre y los pormenores de su desaparición, además de las torturas que sufrió ella misma – su madre – en manos de agentes del Estado, información que perjudicó aún más su estabilidad emocional, generándole un trastorno obsesivo compulsivo que le impidió estudiar normalmente en la universidad. Actualmente, y con conocimiento cabal de sus orígenes, comprende el real motivo por el cual sentía un desapego de su padre adoptivo, lo cual le generó depresión, temor e inseguridad [sic]. Todo lo anterior deriva directamente de la desaparición de su padre biológico. Hace presente que, en el año 1999 interpuso una acción de reconocimiento de paternidad en contra de la señora María Teres Torres Salazar, hermana de su padre biológico, a fin de que se declarara que era hijo ilegítimo de don Jaime Torres Salazar, autos Rol N°5451-1999 del Juzgado Civil de Linares, solicitud a la cual se accedió por sentencia de fecha 17 de septiembre de 1999. La causa directa e inmediata en que se funda la presente demanda es la sentencia condenatoria de la Excma. Corte Suprema de Justicia, de fecha 27 de abril del año 2011 dictada en autos Rol N°2263-2010, que anulando el fallo de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, en sentencia de reemplazo de la misma fecha decretó que "la pena impuesta a Juan Hernán Morales Salgado, Félix Renato Cabezas Salazar, Claudio Abdón Lecaros Carrasco y Antonio Aguilar Barrientos, se le disminuye a cada uno de ellos a la única temporal de 5 años de presidio menor en su grado máximo, accesorias legales de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos e inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos durante el tiempo de cada condena, así como al pago de las costas de la causa, por su responsabilidad de coautores, en el caso de Morales Salqado, en los delitos reiterados de secuestros calificados en las personas de Arturo Enrique Riveros Blanco, Jaime Bernardo Torres Salazar, Jorge Bernabé Yáñez Olave, José Saavedra Betancourt y José Gabriel Campos Morales, perpetrados entre los meses de Septiembre y Octubre de 1973 en la comuna de Linares; a Lecaros Carrasco, en los delitos reiterados de secuestro calificado en las personas de María Isabel Beltrán Sánchez, Anselmo Antonio Cancino Aravena, José Gabriel Campos Morales, Héctor Hernán Contreras Cabrera y Robinson Mella, cometidos entre los meses de Septiembre, Octubre y Diciembre de 1973, así como en Enero y Febrero del año siguiente en la ciudad de Linares; al acusado Aguilar Barrientos, en los delitos reiterados de secuestro calificado en las personas de María Isabel Beltrán Sánchez, Anselmo Antonio Cancino Aravena, Hernán Contreras Cabrera y Alejandro Robinson Mella Flores, verificados en el mismo tiempo indicado recién; y al incriminado Cabezas Salazar, en los delios reiterados de secuestro calificado en las personas de Anselmo Antonio Cancino Aravena, José Gabriel Campos Morales y Alejandro Robinson Mella Flores, llevados a cabo en el mismo lapso". El cúmplase fue dictado por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, con fecha 10 de mayo del año 2011. Previa reproducción de los considerandos décimo cuarto, décimo quinto y décimo sexto de la sentencia condenatoria de la Excma. Corte Suprema de Justicia, de fecha 27 de abril del año 2011 dictada en autos Rol N°2263-2010 - que muestran la incorporación de doctrina, principios y normativa de Derecho Internacional en materia de derechos humanos y derecho humanitario – señala el demandante que el caso de su padre forma parte del Informe Retting, donde se da cuenta de éste como un “detenido desaparecido”, señalándose respecto de su persona, lo siguiente: JAIME BERNARDO TORRES SALAZAR. Detenido desaparecido. Constitución, septiembre de 1973. Jaime Torres de 21 años de edad, soltero y tenía un hijo. Obrero, Dirigente del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) en Constitución. El día 16 de septiembre de 1973 fue detenido por Carabineros e Investigaciones de la ciudad, fue recluido en la Comisaría de Investigaciones. Al día siguiente fue trasladado a la Gobernación de Constitución por orden del Gobierno Militar de la misma. Desde entonces se desconoce su paradero. III. En cuanto al sujeto pasivo de la acción reparatoria e indemnización que se pretende. De todo delito nace una acción penal para perseguir a los responsables, y una acción civil tendiente a reparar los daños provocados por el ilícito. En el presente caso, el delito de secuestro calificado de que fue víctima su padre ha sido perseguible exclusivamente por tratarse de un delito de lesa humanidad. De lo contrario, se habría aplicado el criterio jurídico de extinción de responsabilidad penal, de cosa juzgada y prescripción. Resultaría completamente improcedente tratar de eludir la responsabilidad del Estado vía alegaciones de prescripción civil, a lo menos por dos razones: Una, estarnos frente a un delito de lesa humanidad, así declarado por la jurisdicción nacional y por ende imprescriptible tanto en el ejercicio de la acción penal como de la consecuencia de ella, la civil; segundo, sólo a partir de la sentencia definitiva de la Corte Suprema de Justicia, esta parte demandante ha incorporado a su patrimonio el deber de exigir la reparación e indemnización que se demanda. De haberse denegado justicia en el ámbito nacional, sólo restaba recurrir al órgano jurisdiccional internacional de protección de los derechos humanos, por clara violación a las normas internacionales derechos humanos y derecho humanitario. Así las cosas, dirige exclusivamente esta demanda en contra del Estado de Chile. Un sentido de prudencia [sic] lleva al demandante a limitar la responsabilidad de los condenados a la dimensión penal. La circunstancia que estas personas se encuentren cumpliendo o hayan cumplido la sentencia, y sólo por esta circunstancia, los considera como pobres [sic]. Respecto del derecho aplicable: De la responsabilidad por los daños y del deber de reparación, hoy es prácticamente unánime, tanto la doctrina como la jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia, que la responsabilidad de los órganos del Estado por las lesiones que puedan causar, afectando derechos de las personas, se funda en normas de derecho  público y no de derecho privado, como las que se derivan de las normas del Código Civil en materia de responsabilidad extracontractual, también llamada responsabilidad aquiliana. En el presente caso concurren dos fuentes normativas principales, una, es la propia Constitución Política del Estado y, otra, de derecho público internacional en materia de Derechos Humanos, como es la que deriva de la Convención Americana de Derechos Humanos. Desde un punto de vista del derecho público interno, ella descansa en el inciso 2° del artículo 38 de la Constitución Política. Dicha norma separa el hecho de la lesión, del agente culposo, situación que nos coloca frente a lo que la doctrina ha denominado la “responsabilidad objetiva del Estado”, fundada ella en una norma de derecho público, distinta de la civil. El destacado e influyente jurista - ius administrativista - Eduardo Soto Kloss estima que, atendido el principio de la supremacía constitucional – en cuya virtud ninguna norma de rango inferior puede contradecirla – y del principio "pro persona", que consagra el artículo 1° del texto constitucional, en cuanto a que el Estado está al servicio de la persona, obliga poner en el centro a la persona lesionada en sus derechos por la "Administración del Estado", y no al tema de la culpa del funcionario que será una cuestión de carácter disciplinario – administrativa que no empece al lesionado. Para que operase esta responsabilidad objetiva de la Administración, bastaría que concurriesen tres elementos copulativamente: (a) lesión de un derecho; (b) lesión causada por un agente del Estado en el ejercicio de sus funciones; y (c) relación causal entre los mismos. En el presente caso, existe una sentencia judicial de carácter penal que determinó la responsabilidad de funcionarios activos – a la época - en la comisión del delito de secuestro calificado.  La segunda fuente normativa es del derecho internacional de los derechos humanos. No hay duda que el secuestro calificado causado por un funcionario del Estado a Jaime Bernardo Torres Salazar, en el contexto político producido, constituyó un delito de lesa humanidad, internacionalmente considerando y sancionado como tal, violándose el derecho a la vida, protegido por el artículo 4° de la Convención Americana de Derechos Humanos. El artículo 63 de la Convención establece un deber general de reparación, a favor del lesionado en el goce de un derecho o libertad conculcado. Mandata expresamente a la Corte Interamericana, cuando ella constate que hubo violación de un derecho o libertad protegidos por la Convención, a ordenar reparar las consecuencias de vulneración de esos derechos y al pago de una justa indemnización a la parte lesionada. Obviamente, este deber no se encuentra restringido al órgano jurisdiccional internacional, sino que estamos frente a un mandato normativo de carácter internacional, internalizado en el nuestro con la ratificación por Chile de Convención, mandato que compromete al Estado a adoptar las medidas legislativa u otras de adecuación del derecho interno, en virtud de los dispuesto en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana. Este deber de adecuación de la legislación interna a la normativa de derechos humano no es de carácter programático, sino un deber actual y exigible. Así lo destaca en el voto concurrente el Juez Antonio A. Cancado Trindade, en sentencia de 22 de noviembre de 2005, en el caso Palamara lribarde Vs. Chile: "no se viola la Convención Americana solamente y en la medida en que se violó un derecho especifico por ella protegido, sino también cuando se deja de cumplir uno de los deberes generales – artículos 1 (1) y 2 de la Convención – de respetar y hacer respetar, sin discriminación alguna, los derechos por ella protegidos…”. Por lo expuesto, y lo dispuesto en la Constitución Política de la República,, Convenciones de Ginebra y Convención Americana de Derechos Humanos, normas legales citadas, y lo dispuesto en los artículos 254 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, solicita se tenga por interpuesta demanda de reparación e indemnización de perjuicios en contra del Fisco de Chile, representado por el Abogado Procurador Fiscal de la VII región don José Isidoro Villalobos García-Huidobro, por el delito de lasa humanidad cometido por su agente, Juan Hernán Morales Salgado, quién causó el secuestro calificado de su padre, Jaime Bernardo Torres Salazar, a fin de sea obligado: 1° Por concepto de reparación, al reconocimiento público de que don Jaime Bernardo Torres Salazar fue víctima de un delito de lesa humanidad, restituyéndose en plenitud su honra y dignidad. Para estos efectos, solicita se condene a la demandada a pagar sendas inserciones de prensa, en un diario de la ciudad de Talca, en que se haga público lo sustancia de lo sentenciado por la Excma. Corte Suprema de Justicia, en causa Rol N°2263-2010; 2° Por concepto de justa indemnización a la parte lesionada, estima que el Estado – no sólo por los actos de sus dependientes, sino porque fue una práctica institucional permanente – es responsable de la violación de los derechos a la libertad, a la vida y a la integridad física y síquica, Atendido lo expuesto, por concepto de indemnización moral, demanda la suma de $200.000.000.- (doscientos millones de pesos), o la suma que US. determine. La suma indicada deberá ser cancelada debidamente reajustada y con el máximo interés legal, desde la fecha de notificación de la demanda y hasta su pago efectivo, con costas.
A fojas 252 el Fisco de Chile, representado por el Abogado Procurador Fiscal de Talca del Consejo de Defensa del Estado, don José Isidoro Villalobos García-Huidobro, viene en contestar la demanda civil de indemnización de perjuicios deducida por don Marcos Daniel Riquelme Méndez. Al efecto señala: A.- La demanda: Se presenta don Marcos Riquelme Méndez, pidiendo indemnización de perjuicios a causa de violaciones a derechos humanos respecto de su padre don Jaime Bernardo Torres Salazar. Basa su demanda en la sentencia criminal de la Excma. Corte Suprema, de fecha 27 de abril de 2011, recaída en la causa rol 2263-2010, y en lo civil, en sentencia de la Corte Suprema de fecha 14 de noviembre de 2009, en causa Rol 2084-2008 en la cual se declara: "Se confirma la sentencia apelada de 07 de Abril del año 2008, escrita de fojas 7.332 a 7.646, que acogió la excepción de incompetencia absoluta del tribunal, opuesta por el Fisco de Chile contra las demandas civiles de indemnización de
perjuicios deducidas en autos a fojas 6.648 y 6.661, por lo que se omite todo pronunciamiento respecto de esas acciones, debiendo las partes dirigir esas pretensiones a los tribunales de jurisdicción civil a quienes corresponde resolverlos". La víctima de violaciones a los DD.HH antes mencionado figura en el Informe Retting, donde se le menciona como detenido desaparecido. La demanda señala que tanto la acción penal como la acción civil serían imprescriptibles según las normas del derecho internacional por tratarse de crímenes de lesa humanidad, y además señalan que el plazo de prescripción solo se podría contar desde la sentencia definitiva de la Corte Suprema, señalando que la denegación de justicia en el ámbito nacional los haría recurrir a instancias de justicia internacional. La demanda tiene sustento normativo en el artículo 38 inciso segundo de la Constitución Política de la Republica, y artículos 4, 8, 25 y 63 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Por último, se solicita una indemnización de $200.000.000.- (doscientos millones de pesos). B.- Excepciones y alegaciones fiscales. I.- EXCEPCIÓN DE PAGO. Improcedencia de la indemnización demandada por haber sido ya indemnizada la demandante. 1.1. Marco general sobre las reparaciones ya otorgadas. No resulta posible comprender el régimen jurídico de este tipo de reparaciones, por infracciones a los Derechos Humanos, si no se posicionan correctamente estas indemnizaciones en el panorama jurídico nacional e internacional. En efecto, dicha comprensión sólo puede efectuarse al interior – y desde – lo que ya es común considerar, el ámbito de la llamada “Justicia Transicional”. Sólo desde esa óptica puede mirarse en mejores condiciones los valores e intereses en juego en esta disputa indemnizatoria. En efecto, el denominado dilema "justicia versus paz" es, sin lugar a dudas, uno de los pilares sobre los cuales descansa el edificio de aquella justicia transicional. Argumentos en favor de amnistías generales, que porten la necesaria tranquilidad a un país, deben lidiar con la imperiosa necesidad de que una sociedad se mire a sí misma y reconozca los errores del pasado para así pronunciar aquel imperioso "nunca más". En esta perspectiva, las transiciones son, y han sido siempre, medidas de síntesis mediante las cuales determinadas sociedades, en específicos momentos históricos, definen las proporciones de sacrificio de los bienes en juego al interior de aquel profundo dilema. Por otro lado, no debe olvidarse que desde la perspectiva de las víctimas, la reparación de los daños sufridos juega un rol protagónico en el reconocimiento de aquella medida de justicia por tantos años buscada. Mal que mal, el éxito de los procesos penales se concentra sólo en el castigo a los culpables, no preocupándose del bienestar de las víctimas. En este sentido, las negociaciones entre el Estado y las víctimas revelan que tras toda reparación existe una compleja decisión de mover recursos económicos públicos, desde la satisfacción de un tipo de necesidades públicas, a la satisfacción de otras radicadas en grupos humanos más específicos. Este concurso de intereses o medida de síntesis se exhibe normalmente en la diversidad de contenidos que las comisiones de verdad o reconciliación proponen como programas de reparación. Estos programas, en efecto, incluyen beneficios educacionales, de salud, gestos simbólicos u otras medidas análogas, diversas a la simple entrega de una cantidad de dinero. En este sentido, no es un secreto que las transiciones han estado, en todos los países que las han llevado a cabo, basadas en complejas negociaciones. Basta para ello revisar someramente las discusiones originadas en la aprobación de nuestra ley N°19.123 para darse cuenta del cúmulo de sensibilidades e intereses en juego en ella. No debe extrañar que muchas de esas negociaciones privilegien a algunos grupos en desmedro de otros cuyos intereses se estiman más lejanos, se compensen algunos daños y se excluyan otros o se fijen legalmente, luego de un consenso público, montos, medios de pago o medidas de daño. 1.2. La complejidad reparatoria: Uno de los objetivos a los cuales se abocó el gobierno de don Patricio Aylwin dic relación con la provisión de reparaciones para los afectados por violaciones a los derechos humanos. Así las cosas, la llamada Comisión Verdad y Reconciliación, o también llamada Comisión Rettig – en su informe final – estableció una serie de “propuestas de reparación”, entre las cuales se encontraba una pensión única de reparación para los familiares directos de las víctimas, y algunas prestaciones de salud. Dicho informe sirvió de causa y justificación al proyecto de ley que el Presidente de la República envió al Congreso y que luego derivaría en la Ley N°19.123, que creó la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación. El mensaje de dicho proyecto de ley fue claro al expresar que por él se buscaba, en términos generales, “reparar precisamente el daño moral .y patrimonial que ha afectado a los familiares directos de las víctimas”. Por su parte, y en lo relativo a la forma en que se entendió la idea de reparación, cabe indicar que el Ejecutivo, siguiendo el referido Informe de la Comisión, entendió por reparación "un conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad que le cabe al Estado en los hechos y circunstancias que son materia de dicho Informe”. A dicha reparación ha de ser convocada y concurrir toda la sociedad chilena, en "un proceso orientado al reconocimiento de los hechos conforme a la verdad, a la dignificación moral de las víctimas y a la consecución de una mejor calidad de vida para las familias más directamente afectadas". Compensación de daños morales y mejora patrimonial son así dos claros objetivos de estas normas reparatorias. Asumida esta idea reparatoria, la Ley N°19.123 y otras normas jurídicas conexas han establecido los diversos mecanismos mediante los cuales se ha concretado esta compensación, exhibiendo aquella síntesis que explica cómo nuestro país ha afrontado este complejo proceso de justicia transicional. En este sentido, se puede indicar que la reparación a las víctimas de violaciones a los derechos humanos se ha realizado principalmente a través de tres tipos de compensaciones, a saber: a) Reparaciones mediante transferencias directas de dinero; b) Reparaciones mediante la asignación de derechos sobre prestaciones estatales específicas y; c) Reparaciones simbólicas. En los acápites 1.3., 1.4. y 1.5. se expone latamente cada una de estas reparaciones. Mediante estos tres tipos de reparaciones se ha concretado el objeto de nuestro particular proceso de justicia transicional, que en lo que a este acápite respecta, busca no otra cosa que la precisa reparación moral y patrimonial de las víctimas. 1.6. La identidad de causa entre lo que se pide en estos autos y las reparaciones realizadas. De todo lo expresado hasta ahora puede concluirse que los esfuerzos del Estado por reparar a las víctimas de DD.HH no sólo han cumplido todos los estándares internaciones de Justicia Transicional sino que han provisto indemnizaciones razonables con nuestra realidad financiera, que efectivamente han apuntado a compensar a las víctimas por los daños, tanto morales como patrimoniales, sufridos a consecuencia de las violaciones a los DD.HH. Así las cosas, tanto las indemnizaciones que se solicitan en estos autos, como el cúmulo de reparaciones hasta ahora indicadas, pretenden compensar los mismos daños ocasionados por los mismos hechos. De esta forma, los ya referidos mecanismos de reparación han compensado precisamente aquellos daños, no pudiendo por ello ser exigidos nuevamente. En este punto, el fallo “Domic Bezic, Maja y Otros con Fisco” ha sido especialmente gráfico cuando afirma que una pretensión indemnizatoria es incompatible con los beneficios legales entregados por la Ley N°19.123 pues “aquellos beneficios legales tienen el mismo fundamento y análoga finalidad reparatoria del daño moral cuyo resarcimiento pretende la acción intentada en este juicio y ellos son financiados con recursos fiscales, conforme se desprende de lo establecido en el Titulo VI de ese texto legal”. Lo anterior ha sido ratificado por la Excma. Corte Suprema que, en sentencia de casación de fecha 30 de enero de 2013, reiteró la incompatibilidad de la indemnización pretendida con los beneficios de la Ley N°19.123. En el mismo sentido, diversas sentencias ya habían insistido en que el propósito de estas leyes fue precisamente “reparar el daño moral y patrimonial que ha afectado a los familiares directos de las víctimas”, lo que constituye un factor congruente con resoluciones de Tribunales Internacionales, relativas a la procedencia de la indemnización. En efecto, cabe indicar que órganos internacionales de tanta importancia como la Corte Interamericana de Justicia han valorado positivamente la política de reparación de violaciones de Derechos Humanos desarrollada por Chile, a tal punto que han denegado otro tipo de reparación pecuniaria luego de tomar en consideración los montos ya pagados por el Estado por conceptos de pensiones, beneficios y prestaciones públicas. Es precisamente el rechazo a nuevas peticiones de indemnización lo que fortalece los programas de Justicia Transicional. Lo contrario, esto es, dar lugar nuevamente a demandas de indemnización de perjuicios, genera inevitablemente un acceso desigual a la justicia y a las reparaciones, generando el efecto de debilitar la decisión política y administrativa de reparación. Estando entonces las acciones alegadas en estos autos basadas en los mismos hechos, y pretendiendo ellas indemnizar los mismos daños que han inspirado precisamente el cúmulo de acciones reparatorias, ya enunciadas, opone la excepción de pago por haber sido ya indemnizada la demandante
en conformidad a la Leyes N°19.123 y N°19.980. 1.7. Pago por indemnizaciones de las Leyes N°19.123 y N°19.980 otorgadas a la demandante. Don Marcos Daniel Riquelme Méndez, Rut N°14.289.946-9 en su calidad de hijo de don Jaime Bernardo Torres Salazar, percibió, por una sola vez, el bono de reparación de la Ley N°19.980 por $10.000.000.- (diez millones de pesos), además de ser beneficiario de una pensión de reparación Ley N°19.992 en su calidad de menor detenido con sus padres o nacido en prisión, por un monto actual de $170.979.- (ciento setenta mil novecientos setenta y nueve). Por todo lo anterior, procede acoger la excepción de pago alegada. II.- EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA. 2.1. Normas de prescripción aplicables. A mayor abundamiento, opone la excepción de prescripción de las acciones civiles de indemnización de perjuicios, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 2.332 del Código Civil, en relación con lo dispuesto en el artículo 2.497 del mismo Código, solicitando que, por encontrarse prescritas éstas, se rechace la demanda en todas sus partes. Según lo expuesto en la demanda, la detención y desaparición de la víctima, don Jaime Bernardo Torres Salazar, se produjo el 16 de septiembre de 1973, cuando fue detenido en Cauquenes por una patrulla militar junto a otros detenidos. Es del caso que, aun entendiendo suspendida la prescripción durante el período de la dictadura militar, iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de las víctimas o sus familiares de ejercer las acciones legales correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauración de la democracia, o aún, hasta la entrega pública del Informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación, hechos acaecidos el 11 de marzo de 1990 y 4 de marzo de 1991, respectivamente, a la fecha de notificación de la demanda de autos, esto es, el 20 de mayo de 2016, ha transcurrido en exceso el plazo de prescripción extintiva que establece el citado artículo 2.332 del Código Civil. Igual prescripción se alega, por los mismos fundamentos, en el entendido – errado entendido, por cierto – que se cuente el plazo desde el 27 de abril de 2011, fecha de la sentencia condenatoria en lo penal, dictada por la Excma. Corte Suprema en los autos Rol N°2263-2010, en recurso de casación, sentencia que se singulariza por la demandante – erróneamente, por cierto – como "la causa inmediata y directa en que se funda la presente demanda". En consecuencia, opone la excepción de prescripción de 4 años
establecida en el artículo 2.332 del Código Civil. En subsidio, y para el caso que se estime que la norma anterior no es aplicable al caso de autos, opone la excepción de prescripción extintiva de 5 años contemplada para las acciones y derechos en el artículo 2.515, en relación con el artículo 2.514 del Código Civil, ya que entre la fecha en que se habría hecho exigible el derecho a indemnización y la fecha de notificación de las acciones civiles, transcurrió con creces el plazo que establece el citado artículo 2.515 del Código Civil. 2.2. Generalidades sobre la prescripción. Por regla general, todos los derechos y acciones son prescriptibles. Cuando no se establece la prescripción de un determinado derecho y tampoco su imprescriptibilidad, ese derecho, de acuerdo con la regla general, es prescriptible. Por ende, la imprescriptibilidad es excepcional y requiere siempre declaración explícita, la que en este caso no existe. Pretender que la responsabilidad del Estado sea imprescriptible, sin que exista un texto constitucional o legal expreso que lo disponga, llevaría a situaciones extremadamente graves, absurdas y perturbadoras. Por eso es que la jurisprudencia ha señalado que "para que un derecho de índole personal y de contenido patrimonial sea imprescriptible, es necesario que exista en nuestra legislación disposiciones que establezcan su imprescriptibilidad”. Sobre esta materia, cabe recordar que la prescripción es una institución universal y de orden público. Efectivamente, las normas del Título XLII del Código Civil, que la consagran y, en especial, las de su Párrafo I, se han estimado siempre de aplicación general a todo el derecho y no sólo al derecho privado. Entre estas normas está el artículo 2.497 del citado cuerpo legal, que manda aplicar las normas de la prescripción a favor y en contra del Estado. Así, esta última disposición consagra, con carácter obligatorio, el principio de que, al igual que tratándose de las relaciones entre particulares (que es el sentido de la expresión "igualmente" que emplea el precepto) la prescripción afecta o favorece, sin excepciones, a las personas jurídicas de derecho público, a pesar de que éstas, como lo señala el artículo 547, inciso 2", del Código Civil, se rijan por leyes y reglamentos especiales. La prescripción es una institución de aplicación general en todo el ámbito jurídico y de orden público, pues no cabe renunciada anticipadamente (artículo 2.494, inciso 1°, del Código Civil). La responsabilidad que se atribuye al Estado y la que se reclama en contra de particulares tienen la misma finalidad: resarcir un perjuicio, reponiendo en el patrimonio dañado, el menoscabo que haya sufrido. Toda acción patrimonial crediticia se extingue por prescripción, de conformidad con los artículos 2.514 y 2.515 del Código Civil. 2.3. Fundamento de la prescripción. La prescripción tiene por fundamento dar fijeza y certidumbre a toda clase de derechos emanados de las relaciones sociales y de las condiciones en que se desarrolla la vida, aun cuando éstas no se ajusten a principios de estricta equidad, que hay que subordinar, como mal menor, al que resultaría de una inestabilidad indefinida. Por ello es posible, sin duda, que la prescripción se produzca sin que el acreedor haya recibido lo que le corresponda y sin que haya tenido, con ello, intención de remitir la deuda de que se trate. Al acreedor tendrá que reprocharse una grave negligencia, pero, por encima de su interés personal, se impone la necesidad de fijar un término a las acciones. En la práctica, los pocos casos en que la prescripción produce resultados chocantes, ellos no pueden compararse con los infinitos casos en que viene a consolidar y a proteger situaciones regulares y perfectamente justas. La prescripción extintiva, un modo de extinción de las obligaciones – que al igual que en la usucapión cumple una función de adquisición y otro de prueba del derecho – es llamada con bastante propiedad por la doctrina como un modo de liberación de las obligaciones, o sea, algo más que su extinción. De esta manera, los planteamientos doctrinarios anteriores nos permiten concluir que la prescripción, por sobre todas las cosas, es una institución estabilizadora. Está reconocida por el ordenamiento jurídico con una perspectiva esencialmente pragmática, en atención a que existe un bien jurídico superior que se pretende alcanzar, consistente en la certeza de las relaciones jurídicas. Por las mismas razones es preciso consignar que la prescripción no es – en sí misma – como usualmente se piensa, una sanción para los acreedores y un beneficio para los deudores. Sanción o beneficio, en su caso, no son más que consecuencias indirectas de la protección del interés general ya referido. Resulta inaceptable presentar a la prescripción extintiva como una institución abusiva de exención de responsabilidad, contraria o denegatoria del derecho a reparación contemplado en la Constitución Política y en los Tratados internacionales. La prescripción no exime la responsabilidad ni elimina el derecho a la indemnización. Solamente ordena y coloca un necesario límite en el tiempo para que se deduzca en juicio la acción. Por otro lado, no hay conflicto alguno entre la Constitución Política y la regulación del Código Civil. Lo habría si aquellos textos prohibieran la prescripción o si el derecho interno no admitiere la reparación vía judicial oportunamente formulada. En ausencia de ese conflicto, no hay contradicción normativa. En la especie, el ejercicio de las acciones ha sido posible durante un número significativo de años, desde que los demandantes estuvieron en situación de hacerlo. 2.4. Jurisprudencia sobre la materia. 2.4.1. Sentencia del Pleno de la Excma. Corte Suprema de 21 de enero de 2013. Como es de público conocimiento, nuestra Excma. Corte Suprema, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 780 del Código de Procedimiento Civil, dictó con fecha 21 de enero de 2013 sentencia de unificación de jurisprudencia de demandas de indemnización de perjuicios en contra del Fisco de Chile por hechos acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990. En dicha sentencia, nuestro Máximo Tribunal en Pleno, zanjó esta controversia, señalando: 1°)
Que el principio general que debe regir la materia es el de la prescriptibilidad de la acción de responsabilidad civil, de modo que la imprescriptibilidad debe, como toda excepción, ser establecida expresamente y no construida por analogía o interpretación extensiva; 2°) Que los tratados internacionales invocados, especialmente el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana de Derechos Humanos, el Convenio de Ginebra sobre Tratamiento de los Prisioneros de Guerra y la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, no contienen norma alguna que declare imprescriptible la responsabilidad civil; la imprescriptibilidad que algunos de ellos establecen se refiere sólo a la responsabilidad penal; 3°) Que no existiendo una norma especial que determine qué plazo de prescripción debe aplicarse en estos casos, debe recurrirse al derecho común, que en esta materia está representado por la regulación del Código Civil relativa a la responsabilidad extracontractual, y en particular por el artículo 2332 que fija un plazo de cuatro años desde la perpetración del acto; 4°) Que, no obstante la letra de dicho precepto, el plazo debe contarse no desde la desaparición del secuestrado, sino desde que los titulares de la acción indemnizatoria tuvieron conocimiento y contaron con la información necesaria y pertinente para hacer valer el derecho al resarcimiento del daño ante los tribunales de justicia; 5°) Que el inicio del plazo debe colocarse, en consecuencia, al momento de emitirse el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, pues desde este momento se tuvo certidumbre de la condición de víctima de la persona desaparecida. 2.4.2. Otros fallos de la Excma. Corte Suprema en la materia. Además, sobre esta excepción, debe tenerse especialmente en cuenta que existen numerosos fallos dictados por la Excma. Corte Suprema en los cuales se ha reconocido expresamente el carácter prescriptible de las acciones indemnizatorias por hechos análogos al de autos; a saber, causa Rol N°4753-2001 “Domic Bezic y Otros con Fisco de Chile”, respecto de la cual se reproducen sus considerandos Décimo Sexto a Vigésimo Primero, ambos incluidos. Así, sentencias posteriores no hacen más que reiterar la misma doctrina, constituyendo jurisprudencia uniforme en la materia, acogiendo las argumentaciones hechas valer por esta Defensa. 2.5. Contenido patrimonial de la acción indemnizatoria. La indemnización de perjuicios, cualquiera sea el origen o naturaleza de los mismos, no tiene un carácter sancionatorio, de modo que jamás ha de cumplir un rol punitivo para el obligado al pago, y su contenido es netamente patrimonial. De allí que no ha de sorprender ni extrañar que la acción destinada a exigirla esté – como toda acción patrimonial – expuesta a extinguirse por prescripción. Sobre el particular debe considerarse, como reiteradamente se ha planteado por la doctrina fiscal sustentada en sus diversas defensas, y lo ha recogido la más nueva y reiterada jurisprudencia, que en la especie se ha ejercido una acción de contenido patrimonial que persigue hacer efectiva la responsabilidad extracontractual del Estado, por lo que no cabe sino aplicar, en materia de prescripción, las normas del Código Civil, lo que no contraría la naturaleza especial de la responsabilidad que se persigue, en atención a que la acción impetrada pertenece – como se ha dicho – al ámbito patrimonial. En efecto, basta considerar que el derecho a indemnización puede ser y ha sido objeto de actos de disposición, tales como renuncia o transacción (incluso en casos de violaciones a los Derechos Humanos), por lo que no existe fundamento plausible para estimar que se trata de acciones ajenas a la prescripción liberatoria que no es sino una suerte de renuncia tácita por el no ejercicio oportuno de las acciones. 2.6. Normas contenidas en el Derecho Internacional. Se citan diversas normas sobre la materia que, en definitiva, vendrían a corroborar el principio de prescriptibilidad de las acciones civiles indemnizatorias, derivadas de la comisión de delitos de lesa humanidad, a saber: a) La Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y Crímenes de Lesa Humanidad; b) Convenio de Ginebra de 1949; c) Resolución N°3.074 de 03 de diciembre de 1973, de la Asamblea General de las Naciones Unidas; d) Resolución N°60/147 de 21 de marzo de 2006, de la Asamblea General de las Naciones Unidas. De esta manera, la recomendación de la comunidad internacional es clara en distinguir entre acciones penales y las acciones civiles que nacen de los mismos hechos; así como en disponer que, mientras las primeras jamás deban prescribir, las segundas, en cambio, si pueden hacerlo, a menos que exista un tratado que así lo contemple expresamente, lo que no acontece. No habiendo, en consecuencia, norma expresa de derecho internacional de derechos humanos, debidamente incorporada a nuestro ordenamiento jurídico interno, que disponga la imprescriptibilidad de la obligación estatal de indemnizar, y no pudiendo tampoco aplicarse por analogía la imprescriptibilidad penal en materia civil, la sentencia que se pronuncie no puede apartarse del claro mandato de la ley interna al resolver esta contienda y aplicar las normas contenidas en los artículos 2.332 y 2.497 del Código Civil, que establecen las reglas sobre prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial del Estado. III.- EN CUANTO AL DAÑO E INDEMNIZACIÓN RECLAMADA. En subsidio de las defensas y excepciones precedentes, opone las siguientes alegaciones en cuanto a la naturaleza de las indemnizaciones solicitadas y los montos pretendidos. La demandante ejerce su acción indemnizatoria por daño moral y solicita, por este concepto, la suma de $200.000.000.- 3.1. Fijación de la indemnización por daño moral. Con relación al daño moral, no puede dejar de considerarse que éste consiste en la lesión o detrimento que experimenta una persona, en general, en sus atributos o cualidades morales. Así, entonces, los llamados daños no patrimoniales recaen sobre elementos de difícil o imposible estimación pecuniaria, ya que su contenido no es económico, o al menos no directamente. Ello produce a su respecto una imposibilidad latente e insuperable de evaluación y apreciación pecuniaria. En términos generales, la indemnización de perjuicios tiene por objeto restablecer el equilibrio destruido por el hecho ilícito, otorgando a la víctima un valor equivalente a la cuantía del daño sufrido, para ponerla en el mismo estado que tenía antes del acto dañoso. Tratándose del daño puramente moral, por afectar a bienes extrapatrimoniales o inmateriales y, por lo mismo, no apreciables en dinero, la indemnización no hace desaparecer el daño, ni tampoco lo compensa en términos de poner a la víctima en situación equivalente a la que tenía antes de producirse aquél. El daño moral no se borra por obra de la indemnización. La pérdida o lesión producida por él permanece, a pesar de la indemnización. Por ende, la indemnización del daño puramente moral no se determina cuantificando, en términos económicos, el valor de la pérdida o lesión experimentada, sino sólo otorgando a la víctima una satisfacción, ayuda o auxilio que le permita atenuar el daño, morigerarlo o hacerlo más soportable, mediante una cantidad de dinero u otro medio, que en su monto o valor sea compatible con esa finalidad. Ha dicho la Excma. Corte Suprema: "Por definición, el perjuicio moral no es de naturaleza pecuniaria. Esa fisonomía inmaterial que tiene, hace decir a los doctos que no se trata de calcular la suma necesaria para borrar lo imborrable, sino procurar que el afectado obtenga algunas satisfacciones equivalentes al valor moral destruido”. Es en la perspectiva antes indicada que hay que regular el monto de la indemnización, asumiendo la premisa indiscutida de que nunca puede ser una fuente de lucro o ganancia, sino que debe ser un procedimiento destinado a atenuar los efectos o el rigor de la pérdida extrapatrimonial sufrida. Así, según Alessandri “el juez al avaluar este daño, debe proceder con prudencia, tanto para evitar los abusos a que esta reparación puede dar origen, cuanto para impedir que se transforme en pena o en un enriquecimiento sin causa para quien lo demanda'''. Por otra parte, es dable advertir que tampoco resulta procedente invocar la capacidad económica del demandante y/o del demandado como elemento para fijar la cuantía de la indemnización, pues, como se ha dicho, el juez sólo está obligado a atenerse
a la extensión del daño sufrido por la víctima, en la cual no tienen influencia estas capacidades. No habiendo norma legal que establezca una excepción relativa a la
capacidad económica del tercero civilmente responsable en un hecho delictual o cuasidelictual, habrá de estarse al principio general y básico de la cuantificación conforme a la extensión del daño, ni más ni menos, con absoluta prescindencia del patrimonio del obligado al pago. En tal sentido, la cifra pretendida en la demanda como compensación del daño moral, resulta absolutamente excesiva teniendo en consideración las acciones y medidas de reparación adoptadas por el Estado de Chile en esta materia, y los montos promedios fijados por nuestros tribunales de justicia, que en este materia han actuado con mucha prudencia. 3.2. En subsidio de las alegaciones precedentes de pago y prescripción, la regulación del daño moral debe considerar los pagos ya recibidos del Estado y guardar armonía con los montos establecidos por los Tribunales. En efecto, en subsidio de la excepción de pago y prescripción de la acción, esta parte alega en todo caso que en la fijación del daño moral por los hechos de autos se deben considerar todos los pagos recibidos a través de los años por parte del Estado conforme a las leyes de reparación N°19.123 y  N°19.980, como también los beneficios extrapatrimoniales que estos cuerpos legales contemplan, pues todos ellos tuvieron por objeto reparar el daño moral. De no accederse a esta petición subsidiaria implicaría un doble pago por un mismo hecho, lo cual contraría los principios jurídicos básicos del derecho en orden a que no es jurídicamente procedente que un daño sea indemnizado dos veces. Además es pertinente hacer presente que para la regulación y fijación del daño moral deben considerarse como un parámetro válido los montos establecidos en las sentencias de los tribunales en esta materia. IV.- IMPROCEDENCIA DEL PAGO DE REAJUSTES E INTERESES EN LA FORMA SOLICITADA. Además de lo alegado, hace presente que los reajustes sólo pueden devengarse en el caso de que la sentencia que se dicte en la causa acoja la demanda y establezca esa obligación y, además, desde que la sentencia se encuentre firme o ejecutoriada. A la fecha de notificación de la demanda de autos, y mientras no exista sentencia, firme o ejecutoriada, ninguna obligación tiene su representado de indemnizar, y por tanto no existe ninguna suma que deba reajustarse. Lo anterior implica que, en casos como el de autos, los reajustes que procedieren de ninguna manera podrían contabilizarse desde una fecha anterior a aquella en que la sentencia que los concede se encuentre firme o ejecutoriada. Por otra parte, el reajuste es un mecanismo económico-financiero que tiene por objeto neutralizar el efecto que los procesos inflacionarios o deflacionarios tienen sobre la moneda de curso legal. Desde esta perspectiva, resulta absurdo pretender aplicar la corrección monetaria a partir de una fecha que precede a la determinación del monto por sentencia ejecutoriada. Respecto de los intereses, el artículo 1.551 del Código Civil establece expresamente que el deudor no está en mora sino cuando ha sido judicialmente reconvenido y ha retardado el cumplimiento de la sentencia. La jurisprudencia de nuestros tribunales superiores así lo ha decidido de manera uniforme. Ha dicho expresamente a este respecto que, "En los juicios sobre indemnización (por responsabilidad extracontractual) no puede considerarse en mora a la parte demandada mientras no se establezca por sentencia ejecutoriada su obligación de indemnizar y el monto de la indemnización. Por tanto, no proceden en esta clase de juicios hacer extensiva la demanda al cobro de intereses de la suma demandada o de la que se fije en el fallo que recaiga en el juicio”. En mérito de lo expuesto, alega la improcedencia del pago de reajustes e intereses, en la forma en que han sido solicitados en la demanda. Solicita se tenga por contestada la demanda civil deducida en autos, y, en definitiva, acoger las excepciones y defensas opuestas, o una o más de ellas, y rechazar la demanda en todas sus partes.

A fojas 274 la demandante evacúa el trámite de la réplica, señalando al efecto: I.- Respecto de la excepción de pago: Indica que la demandada incurre en un profundo error de conceptos, que trasunta una ignorancia inexcusable del periodo de terrorismo de Estado que sufrieron miles de compatriotas [sic], con consecuencias emocionales para sus familiares. Es un insulto pretender que las pensiones que se señalan en la contestación [sic] constituyen un pago que hizo el Estado por la acción dañina causada por sus agentes, empezando por el cabecilla del Golpe de Estado hasta aquellos que le sirvieron en aparatos de seguridad [sic] que dependían del mismo. La acción indemnizatoria de autos se funda en un viejo y antiguo principio que nos enseña que de todo delito nace una acción penal y una acción civil tendiente a indemnizar los perjuicios causados por el delito. El delito de tortura, apremios ilegítimos y homicidio fue establecido de manera definitiva por la sentencia penal referida en la demanda, que por el contexto histórico en que se produjeron la conciencia moral y la legislación internacional los considera como delitos de lesa humanidad y en cuanto tal, imprescriptible. Evidente resulta, del detalle que la demandada realiza respecto de la naturaleza de los beneficios otorgados por la Ley N°19.123, modificada por la Ley N°19.980, en caso alguno dice relación con la naturaleza de la indemnización que se pide en la demanda, que se refiere al daño moral que a su representado le provocara el fallecimiento de su padre, como consecuencia de agentes de Estado. La demanda de autos pretende la indemnización por el daño moral causado, que se expresa en el dolor, amargura, depresión espiritual que un hecho dañoso tan brutal y degradante como el asesinato su padre, Jaime Bernardo Torres Salazar, le ha provocado. De este modo, no existe posibilidad de acoger la pretensión planteada por el Fisco de Chile en el sentido de tener por pagada la indemnización solicitada por los demandantes mediante al acceso a la pensión a que hace referencia, por ser la naturaleza de ésta, completamente distinta a la de la indemnización que se pretende. En este sentido se han pronunciado nuestro Tribunales Superiores de Justicia señalando "... el Estado de Chile ha desplegado conductas reparatorias como lo es la propia Ley 19.123 al conceder variados beneficios a las víctimas de violaciones a los derechos humanos (aun cuando esos beneficios alcanzan solo a una demandante); pero estos desembolsos efectuados no pueden comprender el daño moral, por lo que es plenamente procedente demandarlos en forma separada, como lo hicieron los demandantes de autos... No puede considerarse que la pensión otorgada es incompatible con la indemnización pedida en este pleito, ya que debe recordarse que si en el caso de un accidente del trabajo la propia ley autoriza perseguir el cobro de las indemnizaciones por daños morales a pesar de ser sujeto de una pensión (como lo dispone el artículo 69 de la Ley N° 16.744 de 1968) con mayor razón deberá admitirse en la especie, ante la entidad de los derechos extrapatrimoniales que les fueron vulnerados a las actoras...". Siguiendo la misma línea interpretativa se ha pronunciado la Iltma. Corte de Apelaciones de Talca en autos Rol N°1315-2014: "Quinto: Que la indemnización por DAÑO MORAL concedida por el juez a quo no resulta incompatible con las prestaciones y reparaciones ya recibidas por estas seis víctimas en virtud de las Leyes 19.123 y 19.980, toda vez que dichas reparaciones no se refieren específicamente al DAÑO MORAL y, además, porque tienen una causa y fundamento distintos. Las citadas leyes, al conceder variados beneficios a las víctimas de violaciones a los derechos humanos, no han podido comprender el daño moral. No es posible asimilar las reparaciones consistentes en transferencias directas de dinero; o en reparaciones mediante la asignación de derechos sobre prestaciones estatales específicas, como la salud, o en las denominadas reparaciones simbólicas, a una reparación específica por daño moral. Dichas reparaciones legales, de carácter general para todas las víctimas de violaciones a los derechos humanos, se inscriben más propiamente en lo que se conoce como indemnización por daño emergente o daño material, y han buscado, en lo inmediato, resarcir el daño patrimonial que los crímenes de lesa humanidad ocasionaron a los individuos y familias durante la dictadura militar. Tal es lo que acontece, por ejemplo, con las "pensiones mensuales de reparación" que consagran los artículos 17 y 18 de la Ley 19.123. En cambio, la acción civil de autos persigue específicamente la indemnización por el DAÑO MORAL que se deriva, de manera directa, del asesinato del padre de los demandantes a manos de agentes uniformados del Estado. Tal responsabilidad ha quedado previamente establecida en virtud del respectivo proceso criminal, todo ello de manera independiente de las leyes de reparación ya citadas”. II.- Respecto de la excepción de prescripción: Es dable señalar que la indemnización del daño producido por el delito, así como la acción para hacerla efectiva, resultan de máxima trascendencia al momento de administrar justicia, comprometiendo el interés público y aspectos de justicia material. No debe dejar de tenerse presente que toda la normativa internacional - aplicable en la especie por mandato constitucional - propende a la reparación integral de las víctimas, lo que ciertamente incluye el aspecto patrimonial y moral, por lo que no aplicar la normativa internacional contenidas en las Convenciones de Ginebra, en lo que dice relación con la imprescriptibilidad de la acción civil indemnizatoria a los delitos de lesa humanidad, constituye un error grave, toda vez que atenta contra la protección de los derechos. Las normas relativas a la prescripción civil del Código Civil, está regida por normas de derecho público, no resultando aplicables aquellas en la especie. Al haberse establecido por las convenciones de Ginebra la imprescriptibilidad de la acción penal por crímenes de guerra, en relación a lo establecido por la Convención Americana de Derechos Humanos en sus artículo 1.1 y 63.1, que consagra la obligación de reparación a las víctimas, desde que un Estado ha incumplido el deber de protección de los derechos humanos, como en este caso, en que funcionarios del mismo, con impunidad y aprovechando las condiciones y medios de que gozaban como consecuencia del estado o "tiempo de guerra" declarado, cometen los ilícitos sin que de otra parte existiese control alguno de sus actos, habiendo debido transcurrir más de 30 años para que se aclararan los hechos y se establecieran las responsabilidades penales, lo que da cuenta de la inexcusable responsabilidad del Estado, todo, teniendo en consideración lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, en tanto no resulta procedente dejar sin aplicación las normas de un tratado internacional bajo pretexto de contrariar una norma de derecho interno, lo que la doctrina ha dejado de manifiesto. Ahora bien, siendo imprescriptible la acción penal, por tratarse de crímenes de guerra cometidos en Estado de Sitio y de "Guerra Interna", bajo toque de queda incluso, no es posible desconocer la naturaleza unitaria del proceso penal, por lo que consecuentemente con la aplicación de la sanción penal debe necesariamente establecerse la sanción civil, toda vez que el daño que ha sido provocado en virtud de la primera debe repararse por la segunda. De este modo es que, a partir de una correcta interpretación de los preceptos contenidos en la diversa normativa internacional ratificada por Chile, cuyo contenido nuestro país ha adherido e incorporado a nuestro ordenamiento jurídico interno según lo establece el artículo 5° de la Constitución Política de la República, a saber: Declaración Universal de Derechos del Hombre de 1948, Convención Americana de Derechos Humanos, Convención contra la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros, siendo imprescriptibles los crímenes como los que fundan la acción de autos, sufrido por el hijo de la demandante, dicha imprescriptibilidad rige tanto para el ámbito penal como para el civil, puesto que carecería de sentido sostener la imprescriptibilidad para el ámbito penal y no para el civil, no teniendo la norma contenida en el artículo 2.332 del Código Civil, que se refiere a la prescripción de la responsabilidad extracontractual, aplicación en este tipo de juicios, puesto que los hechos en el que la responsabilidad civil se apoya y sus consecuencias son imprescriptibles a la Luz del Derecho Internacional al cual Chile ha adherido. En este mismo sentido se ha fallado por los Tribunales Superiores de Justicia, en reiteradas oportunidades, dictando fallos tendientes a declarar imprescriptibles las acciones penales y civiles que se refieren a delitos cometidos por agentes del Estado los años posteriores al golpe militar del año 1973. En cuanto a la evolución de la jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia, respecto de delitos catalogados de "lesa humanidad", ellos dan cuenta del hecho que la responsabilidad civil del Estado, en coherencia con la causa que los origina, es imprescriptible. En este sentido hace presente y reproduce – en lo pertinente – los siguientes fallos: i) Causa Rol N°188-2004, Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 22 de mayo de 2008; ii) Causa Rol N°8804-2004, Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 22 de julio de 2008; iii) Causa Rol N°11801-2006, Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 18 de diciembre de 2007; iv) Causa Rol N°9652-2015, Excma. Corte Suprema, de fecha 21 de diciembre de 2015. Del análisis de la jurisprudencia reciente de los tribunales superiores de justicia se desprenden como conclusiones primordiales las siguientes: a) Que, la imprescriptibilidad de las acciones penales deducidas por delitos de lesa humanidad rige también para el ámbito civil, desestimando que estas últimas, atendida su naturaleza patrimonial, sean regidas por normas de carácter civil, ello atendidas las normas de ius cogens incorporadas a nuestro ordenamiento jurídico a través de la Constitución Política de la República; b) Que, en atención a lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados, no es posible para un Estado, dejar sin aplicación las normas contenidas en el Derecho Internacional con la finalidad de contrariar una norma de Derecho Interno; c) Que, no es posible establecer como imprescriptible la sola acción penal en un procedimiento de este tipo, estableciendo que las acciones civiles efectivamente pueden ser declaradas prescriptibles a la luz de nuestra normativa civil, puesto que en el caso concreto de autos, el daño declarado en el ámbito penal fundamenta y ha de repararse en materia civil; d) Que, las fuentes de la responsabilidad civil respecto de delitos de lesa humanidad no emanan del ordenamiento jurídico interno de un Estado, sino que de las normas y principios de Derecho Internacional relativo a los Derechos Humanos. En lo que dice relación con la responsabilidad objetiva del Estado, la institución del artículo 38 de la Constitución Política de la República, referida a la responsabilidad de la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades por los actos de sus agentes, tiene su fundamento en el reconocimiento que la propia Carta Política hace de los principios de juridicidad y legalidad plasmados en sus artículo 6° y 7°, que señalan que todos los Órganos del Estado, sin distinción alguna, deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella y solo actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes dentro de su competencia y en la forma que prescriba la Ley. De tal manera que sí ello no ocurre, el Estado en su condición de ente creado por el Soberano para servir sus fines del bien común, debe responder, sin perjuicio de las responsabilidades personales de sus actores. De ello resulta que la institución antes señalada, es de distinta naturaleza y origen que aquella que establece la responsabilidad civil derivada del delito o cuasidelito fundada en el Código Civil de 1855, lo que no impide al demandante civil perseguir, tanto la responsabilidad del Estado, como la derivada del hecho punible ante los Tribunales y procedimientos que correspondan, cuya fuente normativa es de derecho público y no de derecho privado. Más aún, nuestro Código Civil se escribe en una época en que predominaba una doctrina completa y felizmente superada, que declaraba la irresponsabilidad del Estado, resumida en la expresión inglesa "El Rey no se equivoca". De lo expuesto se sigue la procedencia de la acción entablada en autos, pues la obligación reparatoria que nace en contra del Estado por violación de los Derechos Humanos no se rige por las reglas de prescripción establecidas en favor de los particulares en las disposiciones del Código Civil, sino en disposiciones de carácter Constitucional y de carácter internacional en materia de Derechos Humanos. Las iniciativas reparatorias que ha desarrollados el Estado por medio de leyes especiales no han tenido como efecto el pleno resarcimiento de los perjuicios causados a las víctimas, de tal manera, sino que han pretendido establecerse como una compensación parcial de los daños sufridos, así, estas se tratan principalmente de bonificaciones de las pensiones, estímulos para el retorno a la patria y becas para el estudio, producto del menoscabo económico derivado de la pérdida del empleo, de los estudios y del exilio. Estos beneficios no han pretendido reparar el daño moral provocado por las violaciones a los derechos humanos de las víctimas, debiendo rechazarse las alegaciones de la demandada en este sentido. III.- Respecto de la cuantía de las indemnizaciones: La indemnización solicitada corresponde efectivamente el detrimento, dolor o aflicción sufrida por la demandante como consecuencia de los hechos que se relatan en la demanda de autos. Los beneficios que su representada haya recibido en atención a lo dispuesto en las leyes N°19.123 y N°19.980 no dicen relación alguna con la indemnización que se pretende mediante la interposición de la presente acción, así entonces, pretender que se considere para efectos de calcular la cuantía de la indemnización por daño moral solicitada lo percibido por su representada en virtud de las leyes señaladas, de ser ello efectivo, resulta improcedente. Por todo lo señalado, deben necesariamente desestimarse las excepciones perentorias y alegaciones deducidas por la demandada, resultando necesario acoger la demanda de autos para restablecer la justicia en plenitud.

A fojas 292 la demandada evacúa el trámite de la dúplica, ratificando – en primer lugar – la totalidad de las argumentaciones expresadas en la contestación de la demanda, las que da por expresamente reproducidas. A su vez, se hace cargo de las erradas afirmaciones contenidas en el escrito de réplica [sic]. EXCEPCIÓN DE PAGO. El actor reconoce que la Ley N°19.992 estableció una pensión de reparación en favor de las víctimas de prisión y tortura. Sin embargo, señala que la defensa alegada sería improcedente, porque existiría incompatibilidad entre la percepción de esta pensión y la indemnización demandada, atribuyendo al Fisco un error e ignorancia en su argumentación. Al respecto, en primer lugar, se reitera lo expuesto en la contestación de la demanda, precisando que tales prestaciones fueron claramente indemnizatorias. En segundo lugar, cabe hacer presente que esta parte alegó una excepción de pago de una indemnización, y no una incompatibilidad como quiere hacer ver el demandante. En efecto, la Ley N°19.992 tuvo un fin reparatorio. Dicho mecanismo indemnizatorio establecido por la ley es, sin duda, especial y trasunta un sistema que el Estado asumió voluntaria y directamente en favor de estas personas, para la reparación de daños morales. Por lo anterior es excluyente de otras indemnizaciones, tanto porque sus beneficios son renunciables, como por cuanto la ley sólo la hace compatible con otras pensiones. Ello determina que la indemnización demandada sea improcedente, por ser incompatible con los beneficios ya otorgados por el Estado, todo lo cual constituye una excepción de pago, y no sólo una incompatibilidad. Resulta evidente que cada persona tiene derecho a estimar que no ha sido suficientemente resarcida por el beneficio que la ley otorga, pero debe tenerse en consideración que el Estado, en su conjunto, hace un esfuerzo para otorgar no sólo una pensión, sino que además consagra otros beneficios sociales de salud y de apoyos técnicos y de rehabilitación para la superación de lesiones surgidas a consecuencia de la prisión política o la tortura. Así, el demandante se encuentra en una situación especial por todos los beneficios compensatorios del daño moral, como la pensión vitalicia que sólo tiene como causa el reparar el daño moral sufrido, además del bono que recibió por $10.000.000.-, conforme a lo señalado en la contestación. Es por ello que la indemnización demandada es improcedente, por haber sido ya pagada por el Estado de acuerdo a la Ley N°19.992 y obviamente resulta incompatible con los beneficios ya otorgados por el Estado, que tuvieron un carácter claramente indemnizatorio. EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN NORMAS DE DERECHO INTERNO. El actor procede a repetir argumentaciones dadas en la demanda, confundiendo la imprescriptibilidad de las acciones penales previstas en el derecho internacional, para los delitos de lesa humanidad, con las acciones civiles indemnizatorias. Ante ello, frente a la reiteración de afirmaciones acerca de la improcedencia de aplicar normas de derecho interno, en razón de tratarse de crímenes de lesa humanidad, cabe señalar que esta parte ha dejado claramente establecido en la contestación de la demanda que, al tenor de nuestro derecho interno y de la jurisprudencia reiterada habida en torno al tema, que los tratados citados no establecen conceptos de imprescriptibilidad como los que se alegan. Se argumenta, también, acerca de la existencia de un error de la defensa fiscal, al postular la aplicación de las normas del derecho privado. En este sentido las normas del Título XLII del Código Civil, que la consagra y, en especial, las de su Párrafo 1, se han estimado siempre de aplicación general a todo el derecho y no sólo al derecho privado, y entre ellas está el artículo 2.497 del Código Civil, que manda aplicar las normas de la prescripción a favor o en contra del Estado, cuyo tenor es el siguiente: "Las reglas relativas a la prescripción se aplican igualmente a favor y en contra del Estado, de las iglesias, de las municipalidades, de los establecimientos y corporaciones nacionales, y de los individuos particulares que tienen la libre administración de lo suyo." Asimismo, existen recientes y reiterados pronunciamientos de la Excma. Corte Suprema que han acogido la procedencia de aplicar las normas del derecho común, relativas a la prescripción en esta clase de juicios. En relación con las afirmaciones anteriores cabe recordar que la prescripción no exime la responsabilidad ni elimina el derecho a la indemnización. Solamente ordena y coloca un necesario límite en el tiempo para que se deduzca en juicio la acción. En el caso particular, el ejercicio de esta acción ha sido posible durante un número significativo de años, desde que las víctimas estuvieron en situación de hacerlo. Cabe hacer presente que desde la fecha del cúmplase de la sentencia penal dictada por la Excma. Corte Suprema, hasta la fecha de la notificación de la demanda, han transcurrido latamente los 4 años relativos a la prescripción de delitos y cuasidelitos, por lo que la acción entablada en este caso se encuentra evidentemente prescrita. EL DAÑO MORAL DEBE SER LEGALMENTE ACREDITADO POR QUIEN LO DEMANDA. Se reitera lo expuesto en la contestación de la demanda, en orden a que las manifestaciones del daño moral deben ser legalmente probadas. En doctrina se ha sostenido que: "(...) todo daño debe probarse, sea patrimonial, sea extrapatrimonial. El método y el objeto sobre que recae la prueba, y su extensión, serán diferentes según sea la clase de daño; pero esa es una cuestión aparte y no hace excusable la prueba que se ha de rendir en todo caso" (Fueyo Laneri, Fernando: "Interpretación y Juez". Santiago, 1976, pag.73). Sostener lo contrario implicaría vulnerar el mencionado principio, alterando la carga de la prueba y obligando al demandado a acreditar un hecho negativo, cual es, "la no existencia de perjuicio extrapatrimonial", situación antijurídica e injusta. Puesto que, normalmente el demandado ignora las condiciones personales y familiares del actor, como en el caso de autos, haciéndose materialmente imposible controvertir sus pretensiones, aunque los hechos en que se apoyan carezcan de fundamento en la realidad. Respecto de las demás alegaciones vertidas en el escrito de réplica, se remite a la contestación de la demanda. Solicita, así, se rechace la demanda en todas sus partes, con costas. 
A fojas 312 el tribunal procedió a llamar a las partes a conciliación, la cual no se produce, atendida la inasistencia de la demandada. 
A fojas 314 se recibe la causa a prueba, por el término legal, fijándose los hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, sobre los cuales debe recaer aquella.

A fojas 326 se citó a las partes a oír sentencia.

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que, a fojas 1 se presenta don MARCOS DANIEL RIQUELME MÉNDEZ, ya individualizado, quien viene en presentar demanda en juicio ordinario civil en contra del FISCO DE CHILE, representado por el Abogado Procurador Fiscal don José Isidoro Villalobos García-Huidobro, ya individualizados, a fin de obtener reparación e indemnización de perjuicios por los daños que le provocó el secuestro calificado de su padre – Jaime Bernardo Torres Salazar – quien actualmente detenta la calidad de detenido desaparecido, ilícito cuya ejecución fue causada por agentes del Estado. Solicita, en definitiva, se tenga por interpuesta demanda de reparación e indemnización de perjuicios en contra del Fisco de Chile, por el delito de lasa humanidad cometido por su agente, Juan Hernán Morales Salgado, quién causó el secuestro calificado de su padre, Jaime Bernardo Torres Salazar, a fin de sea obligado: 1° Por concepto de reparación, al reconocimiento público de que don Jaime Bernardo Torres Salazar fue víctima de un delito de lesa humanidad, restituyéndose en plenitud su honra y dignidad. Para estos efectos, solicita se condene a la demandada a pagar sendas inserciones de prensa, en un diario de la ciudad de Talca, en que se haga público lo sustancia de lo sentenciado por la Excma. Corte Suprema de Justicia, en causa Rol N°2263-2010; 2° Por concepto de justa indemnización a la parte lesionada, estima que el Estado – no sólo por los actos de sus dependientes, sino porque fue una práctica institucional permanente – es responsable de la violación de los derechos a la libertad, a la vida y a la integridad física y síquica, por lo que demanda la suma de $200.000.000.- (doscientos millones de pesos), o la suma que US. determine. La suma indicada deberá ser cancelada debidamente reajustada y con el máximo interés legal, desde la fecha de notificación de la demanda y hasta su pago efectivo, con costas.

SEGUNDO: Que, a fojas 252 el Fisco de Chile, representado por el Abogado Procurador Fiscal de Talca del Consejo de Defensa del Estado, don José Isidoro Villalobos García-Huidobro, viene en contestar la demanda civil de indemnización de perjuicios deducida por don Marcos Daniel Riquelme Méndez, solicitando – en resumen - se tenga por contestada la demanda civil deducida en autos, y, en definitiva, acoger las excepciones y defensas opuestas, o una o más de ellas, y rechazar la demanda en todas sus partes.

TERCERO: Que la parte demandante en apoyo de sus pretensiones acompañó a estos autos los siguientes medios de prueba: INSTRUMENTAL: 1) Copia simple de sentencia emitida con fecha 03 de abril de 2008 por el Ministro de Fuero don Alejandro Solís Muñoz, en autos Rol N° 2.182-1998; 2) Copia simple de sentencia emitida por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 14 de diciembre de 2009 en autos Rol N° 2084-2008; 3) Copia simple de resolución emitida por Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 16 de diciembre de 2009 en autos Rol N° 2084-2008; 4) Copia de sentencia emitida por la Excma. Corte Suprema de Justicia de fecha 27 de abril del año 2011, en autos Rol N° 2263-2010; 5) Copia simple de sentencia de reemplazo emitida por la Excma. Corte Suprema de Justicia de fecha 27 de abril del año 2011, en autos Rol N° 2263-2010; 6) Copia simple de oficio N° 5062-2011 emitido por la Excma. Corte Suprema de Justicia con fecha 03 de mayo del año 2011; 7) Copia simple de "cúmplase" emitido por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago con fecha 10 de mayo del año 2011 en autos Rol N° 2084-2008; 8) Certificado de nacimiento de Marcos Daniel Riquelme Méndez; 9) Copia simple de sentencia de fecha 17 de Septiembre del año 1999, dictada por el Juez Gonzalo Bustos García, del Primer Juzgado de Letras de Linares, en autos Rol N° 5451-1999. TESTIMONIAL: Comparece doña Juana María Soto Lastra, dueña de casa, domiciliada en Población de Carabineros Poniente N°11, Linares; y don Belarmino Antonio Sepúlveda Bueno, comerciante, domiciliado en calle Brasil N°158, Linares, quienes previamente juramentados, declaran: La primera, al punto 3.- de la interlocutoria de prueba de fojas 314 – efectividad de que la parte demandante habría sufrido perjuicios a consecuencia de la actuación de agentes del Estado en contra de su padre biológico. Monto y naturaleza de los mismos – señala que sí, que el padre del demandante es detenido desaparecido. Él desapareció junto con su marido, por eso se acercaron. El demandante no conoció a su padre, en primer lugar, porque su mamá estaba esperándolo cuando sucedió el golpe, él no tuvo a su padre, no lo conoció, no creció con su padre al lado, tenía un padrastro, pero no es igual; él veía y sentía que algo le ocultaban, porque no le dijeron, inmediatamente, que su padre era un detenido desaparecido. Junto con su madre y padrastro estuvieron en Canadá, sin saber que era hijo de un detenido desaparecido. Cuando volvieron a Chile, la mamá sufrió un infarto cerebral y quedó en silla de ruedas; ahí recién le contó que su padre era un detenido desaparecido. Ella no le podía ocultar más esto, porque Linares es un pueblo chico y ahí todos sabían y decían "Llegó el hijo de Jaime Torres". Eso le trajo muchas consecuencias. Ha tenido problemas, ha estado con psicólogos y psiquiatras. Era un chico muy retraído, muy callado, siempre tiene que estar en tratamiento, hasta ahora – actualmente – y como él asistía a la Agrupación, se acercaba – a la testigo – para preguntarle por su padre, que era amigo de su marido. Él preguntaba cómo era su padre, porque no lo conoció. Cuando empezó a estudiar en la Universidad, la carrera de odontología, le vino una depresión terrible, y no pudo terminarla. Se tuvo que salir de la carrera y empezó a tratarse, pero este chico es súper inteligente, dio la prueba de nuevo y empezó a estudiar kinesiología, ya se recibió, y ahora es kinesiólogo. Él es muy temeroso, en el sentido de que lo invitaban a las reuniones de la Agrupación, pero él tenía miedo de ir. Es bien temeroso de asistir a todo lo que se hacía en Linares, cuando había fechas importantes sobre los detenidos desaparecidos. Repreguntada la testigo para que diga si la inestabilidad emocional de don Marcos tiene como origen la desaparición de su padre biológico. R. Sí. Lo que le tiene que haber afectado mucho debe ser que a su mamá la torturaron cuando estaba embarazada. La conocía del barrio y la fue a ver cuando estaba detenida allí en las monjas [sic], donde tenían a todas las presas. Salió llorando y le mostró su guatita toda morada y sus senos quemados con cigarrillos [sic], lo cual la dejó muy mal, ya que no podía hacer nada. El feto siente todo eso. Cuando era guagüita, él se reía y de pronto se ponía a llorar, con un llanto terrible, lo que le producía mucha pena, cuando iba a ver a la Marcela (madre de Marcos). Repreguntada la testigo para que diga cuánto tiempo tuvo que vivir don Marcos alejado de su madre, producto de que ésta se encontraba detenida. R. Debe haber sido como un año. La mamá de ella – abuela del demandante – lo iba a buscar en un moisés, pero ya era “viejita”. Viven a una cuadra de distancia. El segundo, al punto 3.- de la interlocutoria de prueba de fojas 314 – efectividad de que la parte demandante habría sufrido perjuicios a consecuencia de la actuación de agentes del Estado en contra de su padre biológico. Monto y naturaleza de los mismos – señala que sí. Su padre – don Jaime Torres Salazar – es detenido desaparecido. Conocieron el caso por la Agrupación de Detenidos Desaparecidos en la que participa. Conoció como – el padre del demandante – fue detenido en Constitución y desapareció. Marco no había nacido, estaba embarazada la señora de Jaime. Ella fue detenida y sufrió muchos apremios y fue torturada en la Escuela de Artillería de Linares. El niño nació con moretones. A raíz de esa misma situación, Marcela con su hijo se van al extranjero, a Canadá. El niño no sabía quién era su padre, porque la mamá se lo ocultó, tal vez por miedo o temor en esos años. Cuando ella sufrió una trombosis, le contó que era hijo de un detenido desaparecido. Marcos estuvo estudiando odontología, pero sufría inestabilidad emocional y dejó de estudiar. Lo anterior le consta porque, a veces, llegaba al quiosco muy deprimido a preguntar antecedentes de su padre. Le costó mucho sacar una profesión, ahora es kinesiólogo. A raíz de toda esa situación le cuesta encontrar trabajo, está muy inestable, con depresión. Repreguntado el testigo para que diga si don Marco ha necesitado asistencia médica, como consecuencia de su inestabilidad emocional. R. Sí. Ha recurrido a sicólogos y cosas así [sic], por intermedio del mismo programa PRAIS está con psicólogos. Repreguntado el testigo para que diga si don Marcos tiene problemas para socializar. R. Sí, bastantes, porque es muy retraído, siempre está muy callado, hay que andar preguntándole, no es la persona normal que uno se imagina. Repreguntado el testigo para que diga si las características de personalidad que tiene actualmente don Marcos son consecuencia de la desaparición de su padre. R. Sí, porque cada vez que quiere saber cosas de su padre le pregunta – al testigo – y se queda callado pesando. El muchacho busca a gente que conoció a su padre y de esa forma como que se desahoga, ya que su madre está enferma y apenas habla. Repreguntado el testigo para que diga a qué edad supo don Marco que era hijo de un detenido desaparecido. R. No sabe exactamente a qué edad, pero fue cuando volvió de afuera, debe hacer sido como a los 20 años, estaba estudiando en la Universidad cuando supo.
CUARTO: Que la parte demandada, en apoyo a sus alegaciones, acompañó a estos autos los siguientes medios de prueba: INSTRUMENTAL: 1) Copia de sentencia de unificación de jurisprudencia dictada por el Pleno de la Excma. Corte Suprema, con fecha 21 de enero de 2013, autos Rol N°10.665-2011 “Episodio Colegio Médico – Eduardo González Galeno”; 2) Ord. N°600-3-43-2016, de fecha 19 de abril de 2016, emitido por el Director Regional del Instituto de Previsión Social Región del Maule, que da cuenta de beneficio Ley N°19.992; 3) Ord. N°40966/2016, de fecha 04 de mayo de 2016, emitido por la Jefa del Departamento de Transparencia y Documentación del Instituto de Previsión Social, que da cuenta de beneficio Ley N°19.980.
QUINTO: Que son hechos establecidos o no sustancialmente controvertidos en esta causa, los siguientes:

1.-) Que el actor de autos, don Marcos Daniel Riquelme Méndez nació el 30 de abril de 1974.


2.-) Que en el año 1998, se inició la causa Rol N° 2.182-98, con el objeto de pesquisar el delito de secuestro calificado, entre otros, de don Jaime Bernardo Torres Salazar, dictándose sentencia de primer grado por el señor Ministro en Visita Extraordinaria don Alejandro Solís Muñoz, el 03 de abril de 1998, la cual fue confirmada con declaración por la Iltma., Corte de Apelaciones de Santiago, el 14 de diciembre de 1999, la cual, a su vez,  fue confirmada por la Excma., Corte Suprema, el 27 de abril de 2011, con declaración de que se  condena al integrante del Ejército de Chile don Juan Hernán Morales Salgado a sufrir la pena de 5 años en calidad de autor del ilícito en referencia, en perjuicio de Jaime Bernardo Torres Salazar ocurrido el día 16 de septiembre de 1973 en la ciudad de Cauquenes.

3.-) Que por sentencia de 17 de septiembre de 1999, recaída en la causa Rol N° 5.451-99  del Primer Juzgado de Letras de Linares , se declaró que el actor de autos es hijo ilegítimo de don Jaime Bernardo Torres Salazar.


4.-) Que la acción enderezada en autos, fue notificada en virtud del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, a don José Isidoro Villalobos García- Huidobro, en calidad de Abogado Procurador Fiscal el 20  de mayo de 2016.

5.-) Que durante el sumario de la criminal individualizada en el 2.-) que precede, el actor no ejerció acción civil alguna, ni se constituyó en parte civil durante él.

SEXTO: Que el actor sustenta su pretensión – en síntesis- en la responsabilidad objetiva del Estado, citando al efecto el artículo 38 inciso 2° de la Ley Suprema y en los artículos 1.1, 2, 4 y 63 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, por estimar que la imprescriptibilidad de la acción penal derivada de delitos de lesa humanidad, importa y/o supone, necesariamente, la imprescriptibilidad de la acción civil emanada de aquellos, expresando que la causa directa e inmediata de la acción en estudio, es la sentencia de la Excma., Corte Suprema  de 27 de abril de 2011, en virtud de la cual se impuso la condena individualizada en el 2.-) de la reflexión que precede.

SEPTIMO: Que, por su parte, la agencia estatal en su libelo, solicita el rechazo de la acción, fundado en la excepción de pago, a mayor abundamiento la excepción de prescripción extintiva o liberatoria en virtud de lo dispuesto en el artículo 2332 del Código de Bello y, en subsidio, de los artículos 2514 y 2515 de la recopilación sustantiva civil patria; en subsidio, efectúa alegaciones en cuanto a la naturaleza de las indemnizaciones solicitadas y a los montos pretendidos.

OCTAVO: Que de lo anterior se advierte, que la defensa fiscal ha opuesto en lo principal las excepciones de pago y de prescripción extintiva o liberatoria de la acción enderezada en autos. Sin embargo, para una mejor comprensión, se procederá al análisis de la última excepción en primer lugar y, en virtud de su aceptación o rechazo, se emitirá  pronunciamiento sobre las demás alegaciones, en razón del carácter subsidiario de su oposición.

NOVENO: NATURALEZA JURÍDICA DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL O AQUILIANA DEL ESTADO, CUYO FACTOR DE IMPUTACION ES LA FALTA DE SERVICIO.


Que atendido que en virtud de  la demanda de autos, se  pretende hacer efectiva la responsabilidad extracontractual del Estado por falta de servicio,  citando el actor al efecto el artículo 38 inciso 2° de nuestra Carta Fundamental , en forma previa a determinar si concurren en autos los presupuestos fácticos que autorizan su procedencia, resulta conveniente y pertinente precisar si nos encontramos en presencia de una responsabilidad de carácter objetivo, como lo pretende el actor,  o  más bien de una de carácter  subjetivo del ente administrador, es decir, o basta el daño provocado por el órgano estatal en el ejercicio de sus funciones  a un particular para que nazca la responsabilidad aquiliana en estudio, o bien es el afectado quien debe probar la falta de servicio “ faute du service”, esto es, la culpa del órgano en cuya falta del servicio, se  sustenta la pretensión del actor. El sustrato jurídico de los que postulan la teoría de la responsabilidad objetiva del Estado-Administrador, está constituido por lo dispuesto en los artículos 6 inciso 3º, 7 inciso 3º ubicados en el acápite “Bases de la Institucionalidad”, 19 Nº 7 letra i) ubicado en el capítulo “De los Derechos y Deberes Constitucionales”, 38 inciso 2º de nuestra Ley Suprema, ubicado en el acápite “Bases Generales de la Administración del Estado” y en el artículo 4º ubicado en el acápite “Normas Generales”  de la Ley Nº 18.575. Así,  para que exista responsabilidad extracontractual del Estado, basta que concurran  los siguientes requisitos: a) la existencia del daño; b) la debida relación causal entre el autor del acto, hecho u omisión y  el daño y c) una persona, afectado  o víctima que no se encuentra en la situación jurídica de soportar el daño de que se trata.  Finalmente, estiman que el principal argumento jurídico de la doctrina de la responsabilidad subjetiva del Estado- administrador, esto es, el artículo 42 de la Ley Nº 18.575- antiguo artículo 44 de la misma ley- ubicado en el Título II de la Ley N°18.575, minimizaría lo estatuído en el propio artículo 4º del cuerpo legal en referencia, contenido en el Título I “Normas Generales”, norma ésta última que tiene un alcance amplio y general. En otros términos, haría responsable  a la Administración del Estado únicamente  con ocasión  de la relación daño/falta de servicio, en circunstancia que la norma del artículo 4º ya citado es general; luego, interpretar con la limitación referida el artículo 42 aludido, importaría incluso una inconstitucionalidad, ya que si nuestra Carta Suprema no limita la responsabilidad del Estado-administrador, no se divisa razón jurídica superior para que la ley proceda a ello. Finalmente, encontrándose ubicado en el Titulo II el artículo 42- ex 44- y dada la interpretación en comento, ésta doctrina sostiene qué cómo se haría efectiva la responsabilidad extracontractual  de los entes expresamente excluidos por el inciso 2º del artículo 21- antiguo 18- de la Ley Nº 18.575, si no es en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 inciso 2º de nuestra Carta Fundamental. Por otra parte, los que postulan la tesis de que la responsabilidad extracontractual del Estado es de carácter subjetiva, la sustentan en que la Constitución Política  de la República en sus artículos 6 y 7,  habría reenviado dicha materia a la ley, dada la redacción de sus incisos  finales, al prescribir que “ La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la ley” y “Todo acto en contravención a éste artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale”, respectivamente, siendo la piedra angular de la tesis doctrinaria en comento, el artículo 42- antiguo 44- de la Ley Nº 18.575. En dicho contexto, la responsabilidad nacerá no sólo cuando existe daño y relación causal, sino que también falta de servicio, esto es, “la culpa del servicio” en concepto de Mazeaud y Tunc en su obra “Tratado teórico y práctico de la responsabilidad civil, delictual y contractual”, por lo que recae en el afectado probar las circunstancia que- en su concepto- permiten acreditar la falta de servicio en que sustenta su acción, es decir, que el órgano respectivo no actúo debiendo hacerlo o bien si actúo, lo hizo imperfecta o tardíamente. Argumentan en su favor que el artículo 38 de la Carta Fundamental es inaplicable, que la historia fidedigna de la ley quiso establecer que la responsabilidad del Estado exigiera  falta de servicio y que incluso la administración del Estado podría acreditar eventualmente una inimputabilidad. Finalmente, expresan en apoyo de su posición,  que la comisión que elaboró el proyecto de la Ley de Bases Generales no excluyó a ningún órgano de la aplicación de los artículos 4º y 42 del citado texto legal, sino que se optó por incluir al inicio de la ley una declaración general del principio de la responsabilidad. Así las cosas, no contemplando la Ley N°18.575  plazo de prescripción extintiva de la acción civil, en virtud de la cual se pretende hacer efectiva la responsabilidad aquiliana, no corresponde si no acudir al Derecho Civil, en razón de su carácter general y común respecto de las otras ramas del Derecho, por lo que la acción de que se trata, por aplicación de los dispuesto en los artículos 2332 y 2497 del Código de Bello, prescribe en el término de 4 años, mismos que se computan desde cuando se perpetra el acto, sin perjuicio de observar que la Ley N°18.575 sobre Bases Generales de la Administración del Estado, entró en vigencia con una data posterior a los hechos que sirven de sustrato a la acción deducida en autos, esto es,05 de diciembre de 1986.

DECIMO: EN CUANTO A LA PRESCRIPCION DE LA ACCION  PENAL Y PENA DERIVADA DE LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD.


Que tanto la doctrina como la jurisprudencia de nuestros Tribunales Superiores de Justicia, se encuentran contestes en que  la acción penal para perseguir los delitos denominados “De lesa humanidad” y su eventual pena, no se encuentran sujetas a prescripción extintiva alguna, es decir, son  imprescriptibles. Así, del tenor de los artículos 129, 130 y 131 del Convenio de Ginebra sobra Tratamientos de los Prisioneros de Guerra, del año 1949, se infiere que el Convenio en referencia prohíbe a las partes contratantes exonerarse a sí mismas de las responsabilidades en que han incurrido por infracciones graves que se cometan en contra de las personas y bienes protegidos por el Convenio citado, debiendo entenderse ello a infracciones del orden penal, pues el citado artículo 130 se refiere a actos  contra las personas o bienes, refiriendo  al efecto el homicidio intencional, torturas o tratos inhumanos , incluso experiencias biológicas , el causar de propósito grandes sufrimientos  o atentar  gravemente contra la integridad física o la salud, el hecho de forzar a un cautivo a servir en las fuerzas armadas de la potencia enemiga o privarle de su derecho a ser juzgado regular e imparcialmente al tenor de las prescripciones del Convenio. De otro lado, la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad  de 26 de noviembre de 1968 y que entró en vigencia el 11 de noviembre de 1970, que estatuye la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra, según la definición  dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg , así como de los crímenes de lesa humanidad cometidos tanto en tiempo de guerra como en tiempo de paz, según el concepto que enseña el Estatuto en referencia, se refiere únicamente y exclusivamente a la acción penal. Así, el artículo 4 prescribe que los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas legislativas o de otra índole que fueran necesarias para que la prescripción  de la acción penal o de la pena, establecida por ley o de otro modo, no se aplique  a los crímenes antes indicados. Se trata, en consecuencia, de tratados ratificados por Chile y que se encuentran vigentes; luego, tienen la fuerza supra legal o infra constitucional a que alude el artículo 5° inciso 2° de la Carta Magna. 

DECIMO SEGUNDO: EN CUANTO A LA ACCION CIVIL DERIVADA DE LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD.


Que, sin embargo, lo pacífico tanto en la doctrina como de la jurisprudencia, respecto de la temática referida en la reflexión que antecede, no concurre respecto de la acción civil patrimonial derivada de los delitos de lesa humanidad. Así, tal como lo señalara el Tribunal Pleno de la Excma., Corte Suprema en sentencia de 21 de febrero de 2013, recaída en los autos Rol N° 10.665-2011, tanto la jurisprudencia  como la doctrina difieren respecto de la posibilidad de extender el status de imprescriptibilidad  que se predica de la acción penal tratándose de delitos de lesa humanidad, a las acciones dirigidas a obtener  reparaciones de naturaleza civil por los mismos hechos, ya que se sostiene, por una parte, que tanto la responsabilidad civil como la penal derivada de esta clase de delitos se sujeta a un mismo estatuto de imprescriptibilidad, que tiene su fuente en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el cual postula- en síntesis-que todo daño acaecido en el ámbito de los referidos derechos ha de ser siempre reparado íntegramente, con arreglo a las normas de derecho internacional convencional o, en su defecto, del derecho consuetudinario, de los principios generales o aun de la jurisprudencia emanada de tribunales de la jurisdicción internacional, más con exclusión  del derecho interno, pues los deberes reparatorios impuestos  a los Estados en ese ámbito trascienden de las normas puramente patrimoniales del Código Civil. De otro lado, se ha reiterado sostenidamente, que la acción civil pertenece al ámbito patrimonial, encontrándose  por tanto regida por el Derecho Civil, toda vez que el Derecho Internacional no excluye la aplicación del derecho nacional sobre la materia, en especial, las reglas contenidas en los artículos 2332 y 2497 de la recopilación sustantiva civil patria, que gobiernan la institución de la prescripción extintiva o liberatoria en el campo de la responsabilidad extracontractual o aquiliana.

DECIMO TERCERO: Que, en términos generales, las normas que gobiernan el modo de extinguir las acciones denominado prescripción extintiva o liberatoria son, mientras se cumplen las exigencias que autorizan su procedencia, de orden público, irrenunciables e indisponibles por los particulares; luego, son normas jurídicas de excepción, cuya interpretación debe ser restrictiva, resultando legal y válidamente improcedente su aplicación analógica, no siendo, por tanto, viable extender sus directrices a otros institutos jurídicos para los cuales el legislador no los contempló expresamente. Así,  siendo la regla general en esta materia la prescriptibilidad de las acciones civiles en sede patrimonial, forzoso resulta concluir que la imprescriptibilidad es excepcional; luego, ésta última requiere texto expreso de ley que autorice su procedencia. Así por ejemplo, la imprescriptibilidad en referencia se grafica expresamente, en materia de sucesión por causa de muerte, con ocasión de la acción de partición,  prevista en el artículo 1317 del Código Civil,  cuando el legislación emplea la expresión “ ... podrá siempre pedirse…”; en el Derecho de Familia, al tratar de la acción de reclamación de estado, estatuida en el artículo 320 del texto legal en referencia, que establece “ Ni prescripción ni fallo alguno, entre cualesquiera otras personas que se haya pronunciado, podrá oponerse…” y en la acción de filiación, consignada en el artículo 195 inciso 2° del Código de Bello, que reza “El derecho de reclamar la filiación es imprescriptible…”; en materia de bienes, en general, y en los interdictos posesorios, en particular, el artículo 937 del compendio de normas citado, al contemplar la acción para pedir la destrucción de una obra nueva, nos enseña que “ Ninguna prescripción se admitirá  contra las obras que corrompan el aire y lo hagan conocidamente dañoso”  ; en la acción de nulidad, establecida en el artículo 48 inciso 1° de la Ley de Matrimonio Civil, que señala “ La acción de nulidad de matrimonio no prescribe por tiempo,…” y en el artículo 57 del texto legal citado, que estatuye “ La acción de divorcio es irrenunciable y no se extingue por el mero transcurso del tiempo”. De otro lado, de un modo tácito se desprende del artículo 844 del Código Civil, que estatuye la acción de demarcación o cerramiento, que como manifestación del derecho real de dominio, sólo se extinguirá cuando la cosa incorporal en referencia se extinga. Desde otra óptica, confirma la tesis de que la imprescriptibilidad es de carácter excepcional y que , por ende, su procedencia requiere texto expreso de la ley, el  artículo 26 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, que señala,” Lo que una ley posterior declara absolutamente imprescriptible no podrá ganarse por tiempo bajo el imperio de ella, aunque el prescribiente hubiese principiado  a poseerla conforme a una ley anterior que autorizaba la prescripción”, de lo cual se infiere que las leyes que declaran imprescriptible  un derecho son de aplicación inmediata. A mayor abundamiento, dentro del Derecho Público, si bien resulta discutible que la nulidad de derecho público no se encuentre sujeta a la prescripción extintiva, ello resulta pacifico  respecto de la acción deducida por un particular debidamente legitimado para actuar, ya que la naturaleza jurídica misma de la acción entablada la enfrenta a la posibilidad de extinguirse por el simple transcurso del tiempo. Así, la ley no somete a un estatuto determinado y particular los efectos patrimoniales de un acto administrativo nulo, por lo que si compromete sólo la esfera de los derechos, patrimoniales o no,  de un sujeto de derecho, debe regirse por las normas comunes existentes al respecto, contenidas en el Código de Bello, y por las particulares que le sean especialmente aplicables, dentro de las cueles se encuentran las que gobiernan la prescripción extintiva o liberatoria, en especial, el artículo 2497 de la recopilación sustantiva civil de que se trata. Así también podría predicarse del  derecho de alimentos, pues, para el caso de que se considere un bien incomerciable,  de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2498 del Código Civil, se trata de un derecho que no encuentra en el comercio humano, por lo que las reglas sobre la prescripción extintiva no le serían aplicables, pues se encontrarían contempladas en el artículo 1464 N°1 del cuerpo legal citado; si se le considera un bien comerciable, quedarían- atendido su carácter de personalísimo- incluidos en el N° 2 de la última disposición legal citada. Si embargo, sea que se trate                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        el derecho de alimentos un bien incomerciable o comerciable, las acciones derivadas de las  pensiones alimenticias atrasadas, están sujetas a extinguirse por la prescripción extintiva, por así disponerlo expresamente el artículo 336 del compendio de normas antes individualizado.

DECIMO CUARTO: Que, en concepto del Tribunal, la normativa sustantiva internacional invocada por el actor, no obstante su carácter supra legal o infra constitucional en relación a la del Código Civil, no se encontraba vigente en Chile al tiempo de ocurrencia de los hechos que sirven de sustento a la acción enderezada en autos, esto es, el año 1973, puesto que la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica del año 1969, citado por el actor, fue promulgado recién por Decreto Supremo  N°873 del Ministerio de Relaciones Exteriores el 23 de agosto de 1990 y publicado en el Diario Oficial el 05 de enero de 1991. A mayor abundamiento, al dictarse el decreto  supremo individualizado precedentemente, el Estado de Chile, efectuó dos declaraciones y al final de ellas expresó “Al formular las mencionadas Declaraciones, el Gobierno de Chile deja constancia que los reconocimientos de competencia que ha conferido se refieren a hechos posteriores a la fecha del depósito de este Instrumento de Ratificación o, en todo caso, a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior al 11 de marzo de 1990…”. Así las cosas,  si bien es cierto que el tratado en referencia tiene la fuerza vinculante  que le reconoce a los de su naturaleza el artículo 5° inciso 2° de nuestra Carta Fundamental, ratificados por Chile, también lo es que su vigencia comienza en una data muy posterior en el tiempo a aquélla en que acaecieron los hechos que sirven de fundamento al libelo de autos, resultando, en consecuencia, inaplicables sus normas al caso sublite  De otro lado, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, sólo vino a ser aprobado  por Decreto Supremo N°778 del Ministerio de Relaciones Exteriores de 30 de noviembre de 1976, publicado en el Diario Oficial el 29 de abril de 1989; luego, ambos instrumentos internacionales deben relacionarse con los efectos de la ley en cuanto al tiempo, con el artículo 6 del Código Civil, que reza “La ley no obliga sino una vez promulgada en conformidad a la Constitución Política del Estado y publicada de acuerdo con los preceptos que siguen”, Amen de lo anterior, de conformidad a lo estatuido en el artículo 7 del Código de Bello, una vez publicada –por regla general, salvo la situación excepcional prevista en el inciso 3° de la norma en comento- y desde la fecha de su inclusión en el Diario Oficial, la ley se entenderá conocida de todos y será obligatoria. Finalmente, el artículo 9 inciso 1° del mismo cuerpo legal,  estatuye que “La ley puede sólo disponer para el futuro, y no tendrá jamás efecto retroactivo”, mandato éste último que obliga y que debe ser observado perentoriamente por el Juez, más no por el  legislador, quien si podrá dictar normas jurídicas que importe o conlleven el efecto en referencia.

DECIMO QUINTO: Que, sin perjuicio de lo expuesto en la reflexión que antecede, necesario es consignar que el tratado internacional que sirve de sustrato jurídico a la acción enderezada en estos autos, esto es, la Convención Americana de Derechos Humanos, no estatuye ni aún siquiera una suerte de imprescriptibilidad genérica de las acciones civiles patrimoniales, destinada a obtener  el reconocimiento de la responsabilidad aquiliana del Estado o de sus órganos institucionales, como tampoco consigna precepto alguno que consagre la imprescriptibilidad invocada por el actor. A mayor abundamiento, ninguna de sus normas contiene expresamente una exclusión- respecto de la materia que nos ocupa- de la aplicación del derecho doméstico nacional vigente sobre el conflicto jurídico de relevancia jurídica en estudio. En efecto, el artículo 1 sólo consagra un deber de los Estados miembros de respetar los derechos y libertades reconocidos en esa Convención y garantizar su libre y pleno ejercicio , sin discriminación alguna; y el artículo 63.1 impone a la Corte Interamericana  de Derechos Humanos un determinado proceder si se decide que hubo violación a un derecho o libertad protegido.

DECIMO SEXTO: Que, en las condiciones descritas, forzoso y necesario resulta concluir que la prescripción extintiva o liberatoria constituye un principio general del derecho destinado a garantizar uno de los fines del derecho, cual es, la seguridad jurídica y, en su carácter, adquiere presencia en todo el espectro de los distintos ordenamientos jurídicos, salvo que por ley  se determine lo contrario, esto es, la imprescriptibilidad de las acciones respectivas. En este escenario, no existiendo norma alguna en que se establezca  ni aún la imprescriptibilidad genérica de las acciones orientadas a obtener el reconocimiento de la responsabilidad extracontractual del Estado o de sus órganos institucionales, no corresponde concluir si no, en ausencia de ellas, que cobran plena vigencia las reglas de derecho común  referidas especialmente a la materia.


DECIMO SEPTIMO: NORMAS VIGENTES Y APLICABLES A LA MATERIA DE SE TRATA.


Que, desde una óptica instrumental penal doméstica, la causa en virtud de  la cual se pesquisó el secuestro calificado de don Jaime Bernardo Torres Salazar, se tramitó al amparo  de las normas contenidas en el Código de Procedimiento Penal y no las del Código Procesal Penal, en razón de que éste último se aplica sólo a los hechos acaecidos con posterioridad a su entrada en vigencia, disponiendo el legislador sobre el particular, una entrada en vigencia gradual del último texto de normas en comento, a partir del 16 de diciembre de 2000, en virtud de lo dispuesto en los artículos 483 y 484 del Código Procesal Penal.  Lo anterior, se condice plenamente con el artículo 24 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes que reza “Las leyes concernientes  a la substanciación  y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubiesen empezado a correr y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas se regirán  por la ley vigente al tiempo de su iniciación”. Respecto de la acción civil que eventualmente pudiere haberse deducido en sede punitiva, cuestión que en los hechos no aconteció, el Código de Procedimiento Penal establece algunas normas sobre el particular. Así, el artículo 5° estatuye que “ Pueden ejercitarse separadamente  ante el tribunal civil correspondiente las acciones para perseguir las responsabilidades civiles provenientes del hecho punible, salvo la que tenga por objeto la mera restitución  de una cosa, que deberá  ser deducida, precisamente,  ante el juez que conozca del respectivo procesal penal”;  el artículo 10 incisos 2° y 3°, señala que “En el proceso penal podrán deducirse también, con arreglo a las prescripciones de este Código, las acciones civiles que tengan por objeto reparar los efectos civiles del hecho punible, como son, entre otras, las que persigan la restitución de la cosa o su valor, o la indemnización  de los perjuicios causados. En consecuencia, podrán intentarse ante el Juez que conozca del proceso penal las acciones civiles que persigan la reparación de los efectos patrimoniales que las conductas de los procesados por sí mismas hayan causado o que puedan atribuírseles como consecuencias próximas y directas, de modo que el fundamento de la respectiva acción civil obligue a juzgar las mismas conductas que constituyen el hecho punible objeto del proceso penal; de otro lado, el artículo 41 prescribe que “ Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente Título, la extinción de la responsabilidad penal, la prescripción de la acción civil y de la penal, y de la prescripción de la pena, se regirán respectivamente por las reglas establecidas en el artículo 2332 del Código Civil, y en el Título V del Libro I del Código Penal. En cuanto  a la prescripción de la acción civil, se estará además a lo dispuesto en los artículos 103 bis y 450 bis”; a su turno, el artículo 103 bis reza que “El ejercicio  de la acción civil durante el sumario, debidamente cursada, interrumpe la prescripción. No obstante, si dicha acción no se formalizare en conformidad  a lo prescrito en el artículo 428, continuara la prescripción  como si no se hubiere interrumpido”; de otro lado, el artículo 428 estatuye que “El ejercicio de las acciones civiles en el plenario se efectúa por medio de una demanda, que deberá cumplir los requisitos exigidos por el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil. El querellante deberá interponer su demanda civil, conjuntamente con su acusación o adhesión, en un mismo escrito. Podrá, también, también abandonar la acción civil e interponer, dentro del plazo del artículo 425, únicamente su demanda civil. La falta de ejercicio de la acción civil en el proceso penal, sea que se abandone la acción penal o no, no obsta  a su ejercicio ante el juez civil competente.” Finalmente, el artículo 425 prescribe que “Si en el sumario hubieren obrado querellantes o actores civiles, que no se hubieren desistido, el juez les dará traslado de la acusación por el término fatal  y común de diez días, que se aumentara en un día por cada doscientas fojas de que consten los autos, no pudiendo exceder de veinte días. Dentro de este plazo, el querellante podrá adherir a la acusación de oficio o presentar otra por su parte y deducir las acciones civiles que le correspondan. El actor civil podrá interponer formalmente las suyas, en igual término.” Desde el punto de vista del derecho sustancial penal, el artículo 105 inciso final del Código Penal, establece que “La prescripción de la responsabilidad civil proveniente del delito, se rige por el Código Civil”. 

DECIMO OCTAVO: Que, de lo expuesto en el motivo que precede, se infiere que- salvo lo relativo a la interrupción civil de la prescripción de la  acción civil, cuando ella se verificare en el proceso penal- los demás temas relativos al modo de extinguir las acciones antes aludida, se gobierna por el Código Civil, en razón de existir texto legal expreso de reenvío al respecto, más aún cuando el Derecho Civil se caracteriza por ser común y general, en relación a las otras ramas de las Ciencias Jurídicas, siendo su aplicación supletoria respecto de éstas últimas. 

DECIMO NOVENO: EN CUANTO A LA INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION DE LA ACCION CIVIL PATRIMONIAL DERIVADA DE LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD.

Que, desde un lente  sustantivo civil, el Código de Bello, establece algunas normas sobre este particular. Así, el artículo 2497, ubicado en el Título XLII “De la prescripción en general”, párrafo 1°, previene que “Las reglas relativas  a la prescripción  se aplican igualmente  a favor y en contra del Estado, de las iglesias, de las municipalidades, de los establecimientos y corporaciones nacionales, y de los individuos particulares que tienen la libre administración de lo suyo”, es decir, las reglas sobre la prescripción extintiva o liberatoria son aplicables tanto a favor como en contra del Estado; de otro lado, el artículo 2332 del compendio de normas en comento, ubicado en el Libro IV, Título XXXV “ De los delitos y cuasidelitos” estatuye que “ Las acciones  que concede este título por daño o dolo, prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del acto”; el artículo 2503 inciso 1°, 2° N° 1 e inciso final, establecen que “ Interrupción civil es todo recurso judicial intentado por el que se pretende  verdadero dueño de la cosa. Sólo el que ha intentado este recurso podrá alegar la interrupción; y ni aún el en los casos siguientes: N°1 si la notificación de la demanda no ha sido hecha en forma legal, agregando el inciso final, en lo pertinente, que en estos tres casos se entenderá  no haber  sido interrumpida la prescripción por la demanda, norma ésta última que se encuentra en armonía y correspondencia, con lo previsto en el artículo 1603 inciso final, ubicado en el Libro IV, Título XIV, párrafo 7° “ Del pago por consignación” que previene que “ Se entenderá existir juicio desde el momento en que se haya notificado la demanda”.

VIGESIMO: EN CUANTO A LA SUSPENSION DE LA PRESCRIPCION DE LA ACCION CIVIL PATRIMONIAL DERIVADA DE LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD.


Que el Fisco de Chile expresa en su libelo de contestación “Es del caso SS. que, aun entendiendo suspendida la prescripción durante el período de la dictadura militar, iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de las víctimas o sus familiares  de ejercer las acciones civiles correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauración de la democracia, o aún, hasta la entrega pública del Informe de la Comisión de Verdad y Reconciliacion, ocurridos el 11 de marzo de 1990 y 04 de marzo de 1991, respectivamente,…”. Que, como todas las normas sobre prescripción extintiva son de carácter excepcional, se debe hacer de ellas  una interpretación y aplicación  restrictiva a las situaciones especialmente previstas en la ley. Así, conviene consignar que la prescripción de las acciones a que alude el artículo 2332 del Código de Bello, atendida su extensión, responde a la naturaleza jurídica de una prescripción de corto tiempo, quedando, en consecuencia, comprendida en el artículo 2524 de la recopilación sustantiva civil, corriendo el término allí consignado “ contra toda persona”, más aún cuando en el título relativo a la responsabilidad extracontractual, el compendio de normas en referencia, utiliza indistintamente las grafías “acciones” o “ hecho” (artículo 2330 Código Ciivl), siendo por ello que el artículo 2332 que gobierna el término de prescripción, preceptúa que el mismo se contará “desde la perpetración del acto” Corrobora lo concluido precedentemente, esto es, que los plazos de prescripción de corto tiempo de la acción civil patrimonial en estudio no se suspenden, es que el propio Código de Bello hubo de declarar expresamente lo contrario, esto es, que se suspenden, respecto de la acción de nulidad relativa- que se extingue por 4 años- en el artículo 1692 inciso 2°, respecto de los herederos menores, esto es, que su cuadrienio o su residuo comienza a correr desde que hubieren llegado a la edad mayor,   en circunstancias que de sostenerse la improcedencia del artículo 2524 del citado código al caso en estudio, ello resultaba innecesario al tenor de los dispuesto en el artículo 2520 ubicado en el párrafo “ De la prescripción como medio de extinguir las acciones judiciales”, el cual se remite al artículo 2509 N°s 1 que alude a la  procedencia de la suspensión, respecto de los menores. En este escenario y siendo, en concepto del Tribunal, improcedente la suspensión de la prescripción en aquellas de corto tiempo, el cuadrienio estatuido en el artículo 2332 del Código Civil, comenzó a correr indefectiblemente a partir del 16 de septiembre de 1973.

VIGESIMO PRIMERO: COMPUTO DEL TÉRMINO DE PRESCRIPCION  DE LA ACCION CIVIL EN LA RESPONSABILIDAD AQUILIANA.


Que para los efectos de interpretar y discernir el sentido y alcance del artículo 2332 del Código Civil, debemos recurrir  a los elementos de exegesis legal que establece la recopilación sustantiva civil patria antes citada. Así, el sólo elemento gramatical estatuido en el artículo 19 inciso 1° del Código de Bello, nos satisface para dilucidar la cuestión en estudio, pues prohíbe al Juez al efectuar el proceso hermenéutico judicial de que se trata, consultar y/o recurrir al espíritu de la norma, cuando el sentido de la ley es claro conforme a su tenor literal, rezando la norma en comento “Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu”. Así, la desaparición  de Jaime Bernardo Torres Salazar el 16 de septiembre de 1973 es consecuencia  de la detención, por lo que aunque tal efecto permanezca en el tiempo, el plazo de prescripción  habrá de contarse desde la fecha de comisión del ilícito, en este caso, desde el 16 de septiembre de 1973.  A mayor abundamiento y sin perjuicio de que la agencia estatal no ha cuestionado la legitimación activa del actor para promover la acción de autos, tampoco podría contabilizarse el plazo de prescripción desde la sentencia de 17 de septiembre de 1999, que corre a fojas 197, por manera que el reconocimiento de hijo que allí se consigna, no fue subinscrito en la partida de nacimiento, según consta del instrumento de fojas 196 emanado del Servicio de Registro Civil e Identificación el año 2015.
VIGESIMO SEGUNDO: Que, de otro lado,  resulta legal y válidamente improcedente contabilizar el cuadrienio en referencia, desde que los titulares tuvieron conocimiento e información de los hechos respectivos, que incluso el Fisco de Chile lo sitúa en los años 1990 y 1991; primero, porque  el cómputo en referencia no puede válidamente quedar, en cuanto a su inicio, al arbitrio del titular del derecho, so riesgo de eventualmente perpetuar en el tiempo el ejercicio de las acciones civiles patrimoniales y, segundo, porque cuando el legislador ha establecido dicha forma de computar el plazo, esto es, desde que el titular ha tomado conocimiento de los hechos,  lo ha dicho expresamente. Así, con ocasión de la acción de reforma de testamento, el artículo 1216 inciso 1° del Código Civil,  reza “Los legitimarios a quienes el testador no haya dejado lo que por ley les corresponde, tendrán derecho a que se reforme a su favor el testamento, y podrán  intentar la acción de reforma (ellos o las personas a quienes se hubieren transmitido sus derechos), dentro de los cuatro años contados desde el día en que tuvieron conocimiento del testamento y de su calidad de legitimarios”; con ocasión de la acción revocatoria en las donaciones entre vivos o irrevocables, el artículo 1430 del Código de Bello, estatuye “ La acción revocatoria termina en cuatro años contados desde que el donante  tuvo  conocimiento del hecho ofensivo…” y , finalmente, en  la acción de nulidad relativa, ubicada en el régimen matrimonial de participación en los gananciales, el artículo 1792-4 inciso 2° del compendio de normas en comento,  establece que “ El cuadrienio para impetrar la nulidad se contará desde el día en que el cónyuge que la alega tuvo conocimiento del acto” Amén de lo anterior, desde el punto de vista de la Historia del Derecho, el artículo 2332 del Código Civil, tiene su origen en el artículo 2496  del Proyecto “ Inédito” de Código Civil del año 1853 que estatuía “ Las acciones que concede este título por daño o dolo, prescriben en dos años desde el día en que la persona a quien competen tuvo conocimiento del daño o dolo; pero en todo caso podrá oponerse a ellas una prescripción de cinco años”, idea que no se materializó o plasmó en el Código Civil actual de 1855 y que entró a regir el 1° de enero de 1857.

VIGESIMO TERCERO: Que, el titular de la acción civil patrimonial en estudio, atendida la data de inicio de la causa penal Rol N° 2182-1998 individualizada en el 2.-) de la reflexión quinta de este fallo, no pudo legal y válidamente interrumpir de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal antiguo la prescripción que militaba en su contra. Sin embargo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 105 inciso final del Código de Sanciones, la acción civil patrimonial  derivada del ilícito pesquisado y que sirve de sustento a la acción enderezada en autos, debe gobernarse por el Código Civil, dado que la norma en comento  establece “La prescripción de la responsabilidad civil proveniente de delito, se rige por el Código Civil”. Así las cosas, resultando aplicable  en la especie, la regla contenida en el artículo 2332 del Código Civil, conforme a la cual las acciones establecidas para reclamar la responsabilidad extracontractual prescriben en cuatro años, contados desde la perpetración del acto, esto es, 16 de septiembre de 1973, forzoso y necesario resulta concluir que a la data de la notificación de la demanda de autos, esto es, 20 de mayo de 2016, que el cuadrienio aludido precedentemente ha transcurrido en exceso y, consecuencialmente,  la acción en estudio se encuentra irremediablemente prescrita, resultando innecesario, en consecuencia, pronunciarse sobre los artículos 2514 y 2515 del Código Civil alegados en forma subsidiaria por parte de la agencia estatal.

VIGESIMO CUARTO: Que , atendido lo concluido en el motivo que precede, este Tribunal estima innecesario pronunciarse sobre el pago alegado por el Fisco de Chile conjuntamente con la prescripción extintiva; así, si se rechaza el pago invocado, la acción derivada de la obligación demandada se encuentra igualmente prescrita y, en el caso, de acoger la excepción en comento en los términos planteados por el Fisco, estamos en presencia de una obligación civil que devino en natural, por así disponerlo el artículo 1470 inciso 4° N°2, que autoriza al actor de autos  para retener lo que se ha dado o pagado en razón de ellas.

VIGESIMO QUINTO: Que, respecto de las otras alegaciones formuladas por el Fisco de Chile, no se emitirá pronunciamiento, en razón del carácter subsidiario en que ellas fueron opuestas, en relación a lo principal.

VIGESIMO SEXTO: Que, en nada altera lo concluido precedentemente, los demás medios de convicción allegados al proceso.


Por las anteriores consideraciones, normas legales citadas y lo dispuesto, además, en los artículos 64, 144, 254 y siguientes, 309 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, 1698 del Código Civil  y Auto Acordado de la Excma., Corte Suprema sobre Forma de la Sentencias de 30 de septiembre de 1920, se declara:


I.-) Que SE RECHAZA la demanda deducida por don MARCOS DANIEL RIQUELME MÉNDEZ en contra del FISCO DE CHILE representado por don JOSÉ ISIDORO VILLALOBOS GARCIA- HUIDOBRO, ambos ya individualizados, en lo principal de fojas 1.


II.-) Que no se condena a la parte demandante al pago de las costas de la causa, por haber tenido motivos plausibles para litigar.


Regístrese, notifíquese y archívese, en su oportunidad.


Rol N°650-2016.

DICTADA POR DON ALVARO SAAVEDRA SEPULVEDA. JUEZ LETRADO TITULAR. AUTORIZA DON JUAN RODRIGUEZ MOYA. SECRETARIO SUBROGANTE.

En Talca a veintiuno de julio de dos mil diecisiete notifique por el estado diario la resolución que antecede.

